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normas inconstitucionales en el amparo. 

I. Introducción

El presente trabajo es secuela del que hace años elaboramos sobre la proce-
dencia del control constitucional y la aplicabilidad de normas generales.1 En 
aquel momento, hablamos de la clasificación de normas generales en “au-
toaplicativas” y “heteroaplicativas”, según el criterio de “individualización 
(in)condicionada” establecido por la jurisprudencia de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación;2 analizando dicho criterio para determinar cuál sería el 
“primer acto de aplicación” que tanto en el juicio de amparo como la contro-
versia constitucional, determina que el actor esté legitimado para promover-
los contra normas generales.

La tesis que sostuvimos en aquel ensayo fue que según dicha opinión 
jurisprudencial, el “primer acto de aplicación” de una norma general es el 
hecho lato sensu, por el cual un sujeto se coloca en la hipótesis que ésta 
contiene y altera inmediatamente su situación jurídica, imponiéndole un 

 *		 Doctor en Derecho por la UNAM.
1		 “La procedencia del control constitucional y la aplicabilidad de las normas generales”, 

Revista de la Facultad de Derecho de la UNAM, México, t. LIV, núm. 242, 2004, pp. 199-228.
2		 “leyes autoaplicativas y heteroaplicativas. distinción basada en el con-

cepto de individualización incondicionada”, Pleno, Apéndice al Semanario Judicial 
de la Federación 1917-2000, t. I, tesis 328, p. 383.
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deber jurídico que antes no tenía o eliminando una prerrogativa a su favor.3 
Diversos elementos nos hicieron reflexionar de nuevo sobre este tema y 
otros del “amparo contra leyes”, al grado de reformular nuestras conclu-
siones sobre el mismo; entre ellos se cuentan: la jurisprudencia que nuestro 
Máximo Tribunal ha establecido a lo largo de casi quince años de aplicación 
continua del criterio de “individualización (in)condicionada”; las reflexio-
nes que desde la teoría se han hecho sobre el tema,4 y las dificultades que la 
aplicación de dicho precedente nos ha ofrecido en la práctica profesional.

Lo anterior nos ha hecho percibir que existen diversos problemas oca-
sionados por ese criterio jurisprudencial, especialmente en el juicio de am-
paro, y por ello este trabajo se enfoca en tal proceso. Dichos problemas se 
deben a las peculiaridades técnicas que distinguen el juicio de garantías 
de la controversia constitucional, primordialmente las consistentes en que 
aquél únicamente puede iniciarse contra una norma general cuando ésta ha 
cobrado vigencia, lo que no necesariamente acaece en la última. Sin embar-
go, no puede descartarse que esos mismos problemas pudieran surgir en la 
controversia constitucional.

La irreflexiva aplicación del criterio de “individualización (in)condicio-
nada” en el campo del amparo, en el mejor de los casos ha ocasionado 
incertidumbre sobre la naturaleza autoaplicativa o heteroaplicativa de una 
norma general, y con ello sobre la procedencia de su impugnación median-
te el juicio de amparo (y la controversia constitucional en su caso); y en el 
peor, produce la indefensión del gobernado. 

Definitivamente, nuestro juicio de amparo no se caracteriza por su sen-
cillez técnica, y a las “naturales” dificultades que este medio de defensa se 
añade el desconcierto que en ocasiones produce esa opinión jurispruden-
cial y su casuística aplicación. Y para agravar las cosas en perjuicio de los 
gobernados, la misma ha conducido a que “sorpresivamente” éstos se den 
cuenta de que tiempo atrás consintieron tácitamente una norma general de 
cuya existencia y efectos perjudiciales apenas acaban de enterarse.

Los problemas anteriores son de gran importancia. Primeramente, obsta-
culizan a los gobernados el acceso a la justicia constitucional; en segundo 
término, y pese a las limitantes del juicio de amparo en este aspecto, impi-
den depurar el ordenamiento jurídico mediante la señalización y/o elimina-

3		 “La procedencia del control constitucional y la aplicabilidad de las normas generales”, 
cit., p. 225.

4		 Concretamente el estudio de Coello Cetina, Rafael, El amparo contra leyes tributarias 
autoaplicativas, México, Porrúa, 2003.
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ción de disposiciones contrarias a la ley fundamental. Estos motivos bastan, 
en nuestra opinión, para reconsiderar el criterio de “individualización (in)
condicionada” en sus actuales términos.

La última sección de este ensayo trata sobre la aplicación de normas 
inconstitucionales en el juicio de amparo. Aunque este tópico no se 
relaciona inmediatamente con la materia que abordamos en esta ocasión, 
algunas consideraciones relacionadas con ésta pueden aprovecharse para 
tratarlo. Su inclusión se justifica por la necesidad de determinar los alcan-
ces de las facultades de los jueces constitucionales mexicanos, establecer 
la situación que guarda el juicio de amparo para esta hipótesis y dirimir la 
oposición de criterios que sobre el tema existe en los precedentes de la Su-
prema Corte. 

El objetivo último de este trabajo es contribuir a un mejor acceso al jui-
cio de amparo para la impugnación de leyes que podrían ser inconstitucio-
nales. No basta que los gobernados puedan en algún momento reclamar 
por esta vía procesal las normas generales que estimen contrarias a la ley 
fundamental; se requiere que esta posibilidad sea real, efectiva y tan amplia 
como sea posible.

II. Elementos teóricos básicos

1. Importancia 

Toda elaboración teórica y jurisprudencial (que al cabo también persigue 
los mismos fines de racionalización) sobre la aplicabilidad de normas gene-
rales y su impugnación constitucional, tiene que partir de firmes conceptos 
jurídicos fundamentales que no por tales han de darse por sentados. Para-
dójicamente, son estos conceptos básicos los empleados con menor cuida-
do; quizá sea así bajo la idea de que son claros para todos y no requieren 
explicación, cuando en realidad ellos son los más difíciles de explicar. Lo 
anterior es el quid de nuestro tema principal: es tan elemental el concepto 
de “aplicación de la ley” que en la mayoría de las ocasiones no reparamos 
en qué significa precisamente, o bien si este significado es adecuado para 
los fines del control constitucional. 

En este ejercicio es importante mantener una claridad terminológica que 
nos permita distinguir los diversos conceptos, muchos de ellos tan cercanos 
que parecen confundirse. Varias dificultades que ocasiona el criterio de “in-
dividualización (in)condicionada” provienen de la equivocidad de los tér-
minos de su implementación, la falta de sutil distinción de los momentos de 
la operación jurídica y la confusión a que ambas inducen a los tribunales y 
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los demás sujetos procesales. En esta ocasión, nuestro propósito es aportar 
algo de claridad a estas cuestiones.

2. Normas generales

Primeramente, debemos establecer qué debe entenderse por “ley” o, me-
jor dicho, “norma general”. No nos adentraremos en una exhaustiva de-
finición de este concepto, sino en tocar algunos aspectos que pueden ser 
importantes, considerando especialmente los últimos desarrollos teóricos y 
jurisprudenciales en materia de control constitucional.

Las normas jurídicas con efectos generales son aquellas que regulan con 
ánimo de permanencia la conducta de las personas, abstracta e impersonal-
mente, vinculando a todos los sujetos incluidos en las hipótesis que con-
tienen.5 Aunque los ordenamientos legislativos, las “leyes” en el sentido 
formal más estricto, son el más claro ejemplo de las normas generales, este 
género abarca también otras especies como: tratados internacionales, regla-
mentos, decretos, circulares administrativas y, en general, cualquier acto 
por el cual el Estado regule abstractamente determinados supuestos bajo 
determinadas circunstancias.6 

Un importante ejemplo de la calidad “general” de ciertos actos adminis-
trativos se dio en el caso Horario de Verano, en el que se determinó que el 
decreto presidencial impugnado tenía calidad reglamentaria, aunque for-
malmente no hubiera sido denominado así, y por tanto habrían de se

5		 Cfr. Ojeda Bohórquez, Ricardo, El amparo contra normas con efectos generales, 
México, Porrúa, 2001, p. 52. Véase “suspensión en controversia constitucional. no 
debe otorgarse respecto de actos administrativos si son materialmente legis-
lativos”, tesis P. XVIII/2009, Pleno, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, t. XXIX, abril de 2009, p. 1301. 

6		 Cfr. Ojeda Bohórquez, op. cit., pp. 55-73. Véanse también “reglamentos. término 
para interponer amparo en su contra. cómputo para las reglas establecidas 
para las leyes”, Segunda Sala, Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-
2000, t. I, materia constitucional, tesis 438, p. 505; y “suspensión en controversias 
constitucionales. es improcedente decretarla cuando se impugne un acuerdo 
expedido por el jefe de gobierno del distrito federal, que reúna las caracte-
rísticas de generalidad, abstracción y obligatoriedad propias de una norma de 
carácter general”, tesis P./J. 41/2002, Pleno, Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Novena Época, t. XVI, octubre de 2002, p. 997.
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guirse las reglas procesales de la controversia constitucional acerca de la 
impugnación de normas generales.7 Así, se ha reconocido el carácter “ge-
neral” de muy diversos actos formalmente administrativos, al grado de que 
podríamos decir que no hay duda sobre su naturaleza; pero, por ejemplo, en 
cambio hay todavía poca claridad sobre la índole de otros, como los pro-
gramas de desarrollo urbano.8 En concreto, debe tenerse especial cuidado 
al determinarse que un acto tiene o carece de la calidad de “norma general” 
para efectos del control constitucional, pues ello puede trascender a ciertas 
peculiaridades de su tratamiento procesal.

3. “Disposición” y “norma”

Sin embargo, no basta definir las normas generales en los anteriores tér-
minos, para tener una idea cabal de la naturaleza de su impugnación cons-
titucional. Actualmente, el desarrollo de la hermenéutica jurídica y del de-
recho procesal constitucional orillan a replantear lugares comunes, que aún 
prevalecen en el pensamiento del jurista mexicano sobre la técnica del jui-
cio de amparo y la controversia constitucional contra normas generales. 

Primeramente, es preciso distinguir entre “disposición” y “norma”, algo 
que hoy resulta básico para la interpretación jurídica.9 La “disposición” es 

7		 “horario de verano. el decreto presidencial que lo estableció, del treinta 
de enero de dos mil uno, publicado en el diario oficial de la federación el pri-
mero de febrero del mismo año, es un reglamento desde el punto de vista mate-
rial”, Pleno, tesis P./J. 102/2001, cit.,Novena Época, t. XIV, septiembre de 2001, p. 1023.

8		 Contra el carácter normativo general de dichos actos: “asentamientos humanos. 
el programa delegacional de desarrollo urbano para cuajimalpa de morelos, 
versión 1997, no es una regla general, abstracta e impersonal semejante a una 
ley, sino un acto administrativo con efectos generales que debe cumplir con 
la garantía de fundamentación y motivación”, Cuarto Tribunal Colegiado en Ma-
teria Administrativa del Primer Circuito, tesis I.4o.A.413 A, cit., Novena Época, t. XIX, 
febrero de 2004, p. 985. A su favor: “programas parciales de desarrollo urbano del 
distrito federal. no son leyes privativas”, Séptimo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito, tesis I.7o.A.369 A, cit., Novena Época, t. XXI, abril de 
2005, p. 1452; y “programas de desarrollo urbano emitidos conforme a la ley de 
desarrollo urbano del estado de puebla, son normas de carácter general supe-
ditadas a la ley que les da origen (legislación vigente en 2001)”, Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito, tesis VI.1o.A.173 A, cit., Novena 
Época, t. XXI, mayo de 2005, p. 1511.

9		 Cfr. Guastini, Riccardo, “La interpretación: objetos, conceptos y teorías”, 5a. ed., trad. 
de Miguel Carbonell, Estudios sobre la interpretación jurídica, México, Porrúa-UNAM, 
2003, p. 11.
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la fórmula textual canónica con que el legislador (entendido en sentido muy 
amplio) expresa su mandato general; ella es precisamente el objeto de la 
interpretación, cuyo sentido debe desentrañar el operador jurídico, a fin de 
establecer cuáles son los precisos derechos y obligaciones que establece. La 
“norma”, en cambio, es el significado que el intérprete adjudica a la “dis-
posición”, reformulándola en un enunciado relacionado con circunstancias 
específicas; este elemento es el resultado de la “traducción” realizada al 
interpretarse la “disposición” abstracta, a términos más concretos que pue-
den ser aplicados (casi) inmediatamente al caso particular, y puede darse en 
distintos grados de concreción de los aspectos indeterminados del texto.10

La primera lección que puede obtenerse de lo anterior, con importantes 
implicaciones en la práctica, es que una “disposición” legislativa puede derivar 
en una pluralidad de “normas” generales, cada una de ellas posiblemente 
impugnable en diversos momentos a través del juicio de amparo.11 Los postu-
lantes mexicanos solemos plantear una impugnación contra leyes mediante 
el proceso de garantías, señalando como acto reclamado el numeral que iden-
tifica la disposición legislativa, sin especificar más que acaso la fracción o 
párrafo correspondiente; de esta manera, a primera vista la reclamación recae 
sobre la integridad del texto dispositivo indicado en la demanda, y aparente-
mente no sobre la precisa norma en que se traduce y que afecta al quejoso. 
Esto lleva a que deba determinarse en primer lugar cuál es la combatida 
sección textual de la disposición, la concreta “porción normativa” que se 
impugna —de haber una sola, pues podrían ser varias—, y posteriormente 
cuál es la precisa “norma” que deriva de ella.

Un claro ejemplo de lo anterior es aportado por las disposiciones puni-
tivas, aquellas de cuyo texto se desprenden diversas normas que al mis-
mo tiempo ordenan no realizar una acción y establecen una sanción para 

10		 De ahí que Guastini hable de interpretaciones “en abstracto” y “en concreto”, la pri-
mera consistente en la “atribución de significado a un texto” y la segunda en “la califica-
ción jurídica de un supuesto de hecho concreto”; ubicándose esta última —como estricta 
interpretación— en un grado inmediatamente anterior a la “imputación” o “aplicación” de 
la norma interpretada (véase Teoría e ideología de la interpretación constitucional, trad. 
de Miguel Carbonell y Pedro Salazar, Madrid, Trotta, 2008, pp. 29-30 y 32); o la creación 
normativa hermenéutica, sumamente parecida si no idéntica a la mencionada interpretación “en 
concreto”, que explica Bulygin, Eugenio, “Los jueces ¿crean derecho?”, en Malem, Jorge, 
Jesús Orozco y Rodolfo Vázquez (comps.), La función judicial. Ética y democracia, Barce-
lona, Gedisa-TEPJF-ITAM, 2003, pp. 32-35.

11		 Véase Ferrer Mac-Gregor, Eduardo y Sánchez Gil, Rubén, Efectos y contenidos de 
las sentencias en acción de inconstitucionalidad. Análisis teórico referido al caso “Ley de 
Medios”, México, Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM, 2009, pp. XVII y XVIII.
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el incumplimiento de este deber.12 Piénsese en cualquier disposición penal 
sustantiva, para hablar del ejemplo típico, expresada por la fórmula “al que 
realice…, se le sancionará con…”.

Primordialmente, estas disposiciones poseen un sentido normativo obje-
tivo que, como pauta de valoración general de una determinada conducta, 
impone subjetivamente la obligación de no llevar a cabo dicho proceder, 
simplemente formulada como “está prohibido (no) hacer…”; ésta es una 
sola norma, derivada de la interpretación de la disposición correspondiente, 
de carácter autoaplicativo, porque sin más modifica la esfera jurídica de sus 
destinatarios (que pueden ser todas las personas como en el caso de homi-
cidio, o una determinada categoría como los delitos relativos a servidores 
públicos), al extinguir su derecho a llevar a cabo una conducta previamente 
no prohibida, en ejercicio de su derecho fundamental a la libertad genéri-
ca de acción.13 Pero asimismo, de la misma disposición se desprende otra 
norma: aquella por la cual al constatar una autoridad (comúnmente jurisdic-
cional) la realización del antijurídico tipificado, surge para ésta el deber de 
imponer una sanción —aunque con cierto margen de discrecionalidad— y 
sucesivamente el del destinatario de esta medida jurídica a soportarla; dado 
que el nacimiento de las obligaciones correspondientes está condicionado 
a la realización de los hechos mencionados (imputación e imposición de 
la sanción), la norma correspondiente es de naturaleza heteroaplicativa; la 
sola realización del hecho típico no crea para su ejecutor el deber de sufrir 
la sanción indicada en la disposición sino que ésta deriva exclusivamente 
de la resolución judicial en ese sentido, y en el muy imaginario caso de que 
acudiera a una prisión solicitando su ingreso, bajo el pretexto de que ha 
cometido un delito, la autoridad de ese establecimiento no estaría facultada 
para admitirlo a falta de la sentencia que así lo disponga —sin hablar de la 
injerencia de la presunción de inocencia en esta hipótesis—.

El objetivo de la anterior exposición fue mostrar que cuando se impugna 
cierto artículo del Código Penal en amparo, aunque formalmente la im-
pugnación recaiga sobre su texto, materialmente se impugna una o algunas 
de las normas que se desprenden del significado de sus enunciados. De tal 

12		 Véase Atienza, Manuel y Ruiz Manero, Juan, Las piezas del derecho. Teoría de los 
enunciados jurídicos, 2a. ed., Barcelona, Ariel, 2004, pp. 147-148 y 151.

13		 Véase “notarios públicos del distrito federal. las disposiciones relativas a 
que la protocolización y formalización de determinados actos jurídicos deben 
llevarse a cabo por notarios públicos del estado de méxico, son de naturaleza 
autoaplicativa para aquellos fedatarios”, tesis 2a./J. 62/2003, Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XVIII, agosto de 2003, p. 236.
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suerte, una misma disposición punitiva formal podría reclamarse en am-
paro en distintos momentos y bajo diferentes ópticas: 1) como autoapli-
cativa contra la norma prohibitiva que implícitamente contiene y 2) como 
heteroaplicativa contra la imposición de la sanción que prevé y que, según 
veremos, constituye asimismo un acto de aplicación de la norma señalada 
en el inciso anterior.14

La referencia al concepto de “porción normativa” se extendió en la ju-
risprudencia de nuestros tribunales por su empleo en la controversia cons-
titucional y la acción de inconstitucionalidad. Para no incurrir en un ejerci-
cio excesivo de sus funciones, los tribunales constitucionales —entre ellos 
nuestra Suprema Corte— no declaran innecesariamente la invalidez de 
todo el texto de una disposición, aunque su integridad hubiera sido objeto 
de impugnación, sino sólo de sus “porciones” que resultan en una norma 
contraria a la ley fundamental; sin éstas el texto remanente se halla per-
fectamente apegado a la Constitución, y por ello no se requiere decretar 
su irregularidad sino una simple “reducción textual”.15 En muchos de los 
referidos procesos, nuestro Máximo Tribunal ha echado mano de esta mo-
dalidad resolutiva, para depurar el ordenamiento de “porciones normativas” 
inconstitucionales, pero manteniendo el resto de la disposición impugnada, 
respetando el ejercicio de la función legislativa.16 El concepto de “porción 
normativa” poco a poco se ha introducido a la terminología y a la técnica 
del juicio de amparo.

Nos parece que, como en la controversia constitucional,17 nada impi-
de que en el juicio de amparo se indique como acto reclamado la porción 
normativa de un determinado numeral, y que sobre esa precisa sección 
textual recaiga el examen constitucional, gozando el texto restante de su 
natural presunción de conformidad con la ley fundamental.18 Empero, ello 

14		 Con esto precisamos lo expresado en “La procedencia del control constitucional y la 
aplicabilidad de las normas generales”, cit., p. 220.

15		 Véase Ferrer Mac-Gregor y Sánchez Gil, op. cit., pp. 51 y 52.
16		 “análisis constitucional. su intensidad a la luz de los principios democrá-

tico y de división de poderes”, tesis 1a./J. 84/2006, Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Novena Época, t. XXIV, noviembre de 2006, p. 29.

17		 Cossío Díaz, José Ramón, La controversia constitucional, México, Porrúa, 2008, p. 138.
18		 Véanse “amparo contra leyes. es procedente contra la reforma a una dis-

posición legal porque constituye un acto legislativo nuevo, pero sólo respecto 
de la porción normativa que haya sido objeto de modificación, no así respecto 
de las demás previsiones legales inalteradas que previamente se hayan consenti-
do”, Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, te-
sis I.15o.A.37 K, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXIX, 
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debería hacerse con sumo cuidado para no incurrir en errores de graves 
consecuencias procesales por el consentimiento otorgado al texto no com-
batido; y también teniendo en cuenta la posibilidad de que se reclame todo 
un “sistema normativo” que comprende disposiciones que todavía no se 
aplican, pero que están vinculadas íntimamente con las que sí lo fueron.19

La misma procedencia del amparo contra leyes depende de que justa-
mente se haya impugnado la porción normativa que ocasiona perjuicio al 
quejoso, y no cualquier otra.20 Además, por el expresado respeto a la liber-
tad de configuración legislativa y, por supuesto, en la medida de lo factible, 
el juez constitucional no sólo estaría facultado sino incluso obligado a otor-
gar su amparo y protección contra las específicas porciones normativas que 
resulten inconstitucionales, manteniendo la vigencia del texto restante, de 
lo que encontramos algunos ejemplos en la jurisprudencia reciente de nues-
tros tribunales.21 Entonces, en algunas ocasiones será necesario establecer 

enero de 2009, p. 2635; y “recargos. son inoperantes los conceptos de violación 
que en amparo directo controvierten el sistema establecido en el segundo pá-
rrafo del artículo 6o. de la ley de ingresos de la federación para el ejercicio 
fiscal de 1996, que regula el procedimiento a seguir por la secretaría de hacien-
da y crédito público para obtener una tasa diversa a la prevista legalmente 
para el cálculo de aquéllos”, Segunda Sala, tesis 2a. XXXV/2001, cit., Novena Época, 
t. XIII, abril de 2001, p. 501.

19		 “amparo contra leyes. para impugnarlas como sistema normativo es ne-
cesario que constituyan una verdadera unidad”, segunda sala, idem, . época, 
t. xxvii, junio de 2008, tesis 2a./j. 100/2008, p. 400; y “constitucionalidad formal. 
no puede plantearse en el juicio de amparo contra leyes respecto de actos del 
proceso legislativo que no afectan la esfera jurídica del quejoso”, Segunda Sala, 
tesis 2a. CX/2004, cit., Novena Época, t. XXI, enero de 2005, p. 604.

20		 “leyes, amparo contra. oportunidad para promoverlo contra distintas 
porciones normativas de un precepto legal heteroaplicativo”, Pleno, tesis P. 
CLXXXIII/2000, cit., Novena Época, t. XII, diciembre de 2000, p. 29; “interés jurídi-
co. no se surte respecto de la ley reclamada, cuando en el acto concreto no 
se aplicó la parte de la norma que se impugna de inconstitucional”, Segunda 
Sala, tesis 2a. LIV/97, cit., Novena Época, t. V, mayo de 1997, p. 334; y “amparo contra 
leyes. ante la reclamación de normas complejas con motivo de su aplicación, 
el juzgador de amparo debe determinar cuáles son los supuestos actualizados 
que afectan al quejoso, decretando el sobreseimiento en el juicio respecto de 
las demás disposiciones del mismo artículo que no satisfagan esas exigencias”, 
Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, tesis 
I.15o.A.38 K, cit., Novena Época, t. XXIX, abril de 2009, p. 1861.

21		 “falsedad en declaraciones rendidas ante autoridad distinta de la judi-
cial. el primer párrafo del artículo 247 del ahora código penal federal viola 
las garantías de seguridad jurídica y exacta aplicación de la ley penal, en la 
parte que señala ‘se impondrán de dos a seis años’, porque no especifica la natu-
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cuál es la sección textual de la disposición legislativa que causa agravio al 
quejoso, para determinar la procedencia del juicio de amparo a su respecto, 
tanto por lo que se refiere a la oportunidad de la demanda como para esta-
blecer si la misma porción fue aplicada con anterioridad y consentida por 
el quejoso.

De las diferentes porciones normativas de la disposición impugnada pue-
den resultar sendas normas que hayan de ser objeto del examen constitu-
cional. O incluso lo que sucede tratándose de la “interpretación conforme”, 
un mismo segmento dispositivo puede dar lugar a diversas normas cuya 
regularidad deberá analizar el juzgador para elegir entre ellas una que se 
apegue a la ley fundamental, o rechazarlas todas y con ello establecer la 
inconstitucionalidad del texto del que se desprenden.22 

El objeto de un amparo contra leyes —y cualquier otro proceso consti-
tucional en que se impugnen tales actos— en realidad no son las disposi-
ciones sino las normas jurídicas que derivan de ellas;23 o para decirlo con 
más precisión: el objeto formal de la impugnación correspondiente es la 
“disposición”, pero la norma derivada de ella es su objeto material. El 
texto dispositivo general o una de sus porciones normativas tiene un efec-

raleza de la pena (diario oficial de la federación del diez de enero de mil nove-
cientos noventa y cuatro)”, Pleno, tesis P./J. 25/2003, cit., Novena Época, t. XVIII, ju-
lio de 2003, p. 18; “Issste. efectos del amparo concedido respecto de los artículos 
25, segundo y tercer párrafos, 60, último párrafo, 136, 251 y décimo transitorio, 
fracción iv, de la ley relativa (legislación vigente a partir del 1o. de abril de 
2007)”, Pleno, tesis P./J. 191/2008, cit., Novena Época, t. XXX, noviembre de 2009, p. 6; 
“multas fiscales. el amparo que se concede por resultar inconstitucional la 
actualización de una contribución omitida, no libera al quejoso de la imposi-
ción de aquellas previstas en el artículo 76, fracción ii, del código fiscal de la 
federación, pues sólo constriñe a la autoridad a no considerar dicha variable 
al fijar su monto”, Primera Sala, tesis 1a./J. 2/2006, cit., Novena Época, t. XXIII, febrero 
de 2006, p. 383; “adquisición de inmuebles. efecto de la concesión del amparo 
otorgado en contra del artículo 28 bis-1, fracción vi, de la ley de hacienda 
municipal del estado de nuevo león”, Segunda Sala, tesis 2a. CIV/2005, cit., Novena 
Época, t. XXII, septiembre de 2005, p. 531; y “amparo contra tributos autodetermi-
nables. sus efectos futuros consisten en que el quejoso no aplique la porción 
normativa declarada inconstitucional, o bien, incorpore el beneficio señalado 
en la sentencia hasta que exista un cambio normativo”, Segunda Sala, tesis 2a. 
CXV/2008, cit., Novena Época, t. XXVIII, septiembre de 2008, p. 265.

22		 Sobre la interpretación conforme a la Constitución y las resoluciones de los tribunales 
constitucionales, véase Ferrer Mac-Gregor y Sánchez Gil, op. cit., pp. 52-55.

23		 Ezquiaga Ganuzas, Francisco Javier, La argumentación en la justicia constitucional y 
otros problemas de aplicación e interpretación del derecho, México, TEPJF, 2006, pp. 100 
y 486.
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to supuestamente inconstitucional, sólo mediante la determinación de su 
significado y la formulación interpretativa de una norma que ulteriormente 
será aplicada; la invalidez de la disposición o la porción correspondiente, 
de acuerdo con los efectos que correspondan según el proceso de que se tra-
te (relativos o generales), es un último recurso del juzgador constitucional 
para cuando el texto legal no puede interpretarse de modo conforme a la 
Constitución, es decir cuando del mismo no pueden desprenderse “normas” 
que se ajusten a la ley fundamental.24 La Suprema Corte de Justicia de la 
Nación recogió estas ideas al opinar que las sentencias de amparo también 
protegen al quejoso contra disposiciones que no fueron impugnadas en la 
demanda, pero que tienen el mismo contenido normativo que la formalmen-
te reclamada, puesto que dichas resoluciones —y por inferencia, el proceso 
en que se dictan— “tienen por objeto normas jurídicas”.25

4. La “aplicación” de normas generales

Determinar cuándo y cómo se “aplicó” una norma general es uno de los 
aspectos más difíciles del juicio de amparo. Consideramos que ello se debe 
a la imprecisa terminología que los juristas mexicanos empleamos para re-
ferirnos a distintos momentos de la operación jurídica, que trasciende por 
ende a su conceptualización.

Eduardo García Máynez advirtió sobre el problema anterior, señalando 
que:

[t]endremos entonces que distinguir con todo cuidado:
1. El supuesto jurídico, como simple hipótesis;
2. La realización de ésta;
3. La actualización de las consecuencias de derecho (obligación del ca-

zador de indemnizar al dueño del terreno; derecho del dueño a la indemni-
zación), y

24		 Véase “interpretación conforme en acciones de inconstitucionalidad, 
cuando una norma admita varias interpretaciones debe preferirse la compati-
ble con la constitución”, Pleno, tesis P. IV/2008, Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Novena Época, t. XXVII, febrero de 2008, p. 1343.

25		 “amparo contra leyes. extensión de la protección constitucional cuando 
se otorga en relación con el supuesto normativo reproducido en preceptos le-
gales distintos del reclamado”, Segunda Sala, tesis 2a. CXXXVIII/2009, cit., Novena 
Época, t. XXXI, enero de 2010, p. 321 (cursivas añadidas).
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4. La realización o no realización de las consecuencias jurídicas (cum-
plimiento del deber de indemnizar y ejercicio del derecho correspondiente.26

En páginas precedentes a la recién citada, este autor explica que para 
él los términos “supuesto” e “hipótesis” jurídicos son sinónimos, y desig-
nan la suposición de un hecho de cuya realización depende la producción 
de las consecuencias jurídicas enlazadas al mismo, y las cuales consisten 
en el nacimiento, transmisión, modificación o extinción de facultades y 
obligaciones. Siguiendo al mismo tratadista, la realización del hecho que 
constituye el “supuesto” o “hipótesis” de la norma, determina necesaria-
mente que se produzcan sus correspondientes consecuencias; sin embargo, 
“el vínculo entre las consecuencias de derecho y su realización efectiva es 
contingente”.27 

¿Cuál de estos momentos de la operación del derecho debe tenerse como 
“aplicación” de la norma general? Según el mismo García Máynez, “apli-
car una norma es formular un juicio imputativo, en relación con los sujetos 
que, a consecuencia de la realización del supuesto, resultan obligados o 
facultados”.28 Esta “imputación” consiste en una acción por la cual se deter-
mina que hay vinculación entre los hechos que conforman el caso particular 
al tipo definido abstractamente por la norma general; teniéndolos por sub-
sumibles en este último, y considerando por tanto que actualizaron las con-
secuencias jurídicas previstas por la fórmula normaAsí, la “aplicación” de 
la norma no necesariamente se produce con la realización del supuesto que 
prevé, porque constituye una acción que puede ser independiente de ella. 
Una cosa es la ocurrencia de los hechos que forman la hipótesis normativa 
y la actualización de las consecuencias que les siguen, y otra muy distinta 
la formulación del “juicio imputativo” que constata aquélla y la disposición 
de que se concreten o ejecuten tales consecuencias.

El concepto de “actualización” de las consecuencias previstas por la nor-
ma general, derivada de la realización de su supuesto, nubla el entendimien-
to de estas cuestiones por la ambigüedad que presenta. “Actualizar” signifi-
ca “[p]oner en acto, realizar”, y lingüísticamente —lo que más significado 
tendría en la operación jurídica— “[h]acer que los elementos lingüísticos 

26		 Introducción al estudio del derecho, 31a. ed., México, Porrúa, 1980, p. 175. No falta-
rán críticas a nuestra referencia a este clásico manual; pero creemos que se justifica por la 
influencia que aún ejerce en México y, al menos por lo que toca a nuestro tema, la claridad 
de su autor.

27		 Ibidem, pp. 169 y ss.
28		 Ibidem, p. 319 (cursivas en el original).
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abstractos o virtuales se conviertan en concretos e individuales”.29 Las ante-
riores acepciones aluden a la idea de “concretar” algo; sin embargo, deben 
considerarse diferentes sentidos, o mejor dicho grados, de concreción que 
pueden adquirir las consecuencias previstas en las normas generales.

Un primer sentido (“poner en acto”), al parecer utilizado por García Má-
ynez y por Tamayo y Salmorán,30 habla de la “actualización” de las conse-
cuencias normativas debida a la realización del supuesto que les correspon-
de; las consecuencias dejan de ser meramente potenciales por su abstracción 
y surge un vínculo normativo para su “realización” en sentido estricto, el 
cual se concretiza en la esfera jurídica de una persona determinada, pero sin 
que necesariamente hayan adquirido efectividad. Un segundo sentido del 
término “actualizar” (“realizar”) implica “[e]fectuar, llevar a cabo algo o 
ejecutar una acción”;31 y es claro que esta acepción referidas a consecuen-
cias jurídicas alude al cumplimiento real de las mismas. 

Así, al hablar de la “actualización” lato sensu de las consecuencias que 
establece una norma general, no necesariamente referimos un mismo ins-
tante de operación jurídica. García Máynez distingue muy bien los diversos 
objetos a que alude aquel término, designando como “actualización (stricto 
sensu)” la primera acepción señalada y “realización” a la segunda. Usare-
mos esta terminología en lo sucesivo. 

Hecha esta precisión semántica, la “aplicación” de una norma general 
como “formulación de un juicio imputativo” de sus consecuencias respecto 
de una persona en particular,32 no necesariamente tiene lugar por la sola ac-
tualización de dichas consecuencias y la realización del supuesto previsto 
por la norma. Tampoco se identifica con la realización de las consecuencias 
normativas; como hemos dicho, aquélla es un acto intelectual efectuado en 
el plano normativo (deber ser), que constata la existencia de un deber res-
pecto de una persona, y no puede corresponder a la efectividad real que se 
lleva a cabo en el plano del ser. 

Emplearemos para ilustrar las afirmaciones anteriores, el ejemplo consis-
tente en una sentencia judicial —típico acto de aplicación—33 que condena 
al pago de una deuda (sin entrar en detalles sobre su naturaleza “decla-

29		 Real Academia Española, Diccionario de la lengua española, 22a. ed., Madrid, Espasa 
Calpe, 2001, voz: “actualizar”.

30		 Aunque este último autor también podría referirse a un “grado” de realización de di-
chas consecuencias.

31		 Ibidem, voz: “realizar”.
32		 García Máynez, Introducción al estudio del derecho..., cit.
33		 Tamayo y Salmorán, op. cit.
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rativa” o “constitutiva”, que eventualmente habría de tomarse en cuen-
ta). Dicha resolución no actualiza la consecuencia normativa que hace va-
ler, lo que aconteció cuando se dieron las condiciones de exigibilidad del 
adeudo,34 surgiendo la obligación del deudor de solventarlo aun sin nece-
sidad de requerimiento, sino la sentencia únicamente constató o estableció 
que efectivamente el deudor está obligado a dicho pago. Por otra parte, la 
sola emisión de la sentencia y sus resolutivos no significa que la deuda en 
cuestión en realidad va a pagarse, algo suficientemente claro y sobre lo que 
no se requiere abundar, por lo que la misma no “realiza” (estrictamente ha-
blando) las consecuencias normativas.

III. El criterio de “individualización (in)condicionada”

1. Ámbito de aplicación

Esta opinión jurisprudencial constituye el parámetro que actualmente 
aplican los tribunales mexicanos, a fin de determinar si una norma general 
es auto o heteroaplicativa para efectos de su impugnación constitucional. 
Como señalamos en otra ocasión, no solamente es empleado en el juicio de 
amparo sino también en la controversia constitucional;35 y con otra fórmula 
aplica esencialmente incluso en la protección internacional de los derechos 
humanos.36

El criterio de “individualización (in)condicionada” sólo puede entrar a 
escena en el control concreto de la constitucionalidad de normas generales, 
como el juicio de amparo y la controversia constitucional. Por su misma 
naturaleza, se excluye demostrar la “aplicación” de la norma combatida en 
la acción abstracta de inconstitucionalidad. 

Una situación peculiar es la impugnación de una norma general en la 
controversia constitucional con motivo de su sola publicación;37 en tal caso 
es irrelevante que la norma sea auto o heteroaplicativa, de manera que en-
tonces tampoco resulta útil el criterio de “individualización (in)condicio-
nada”, porque la acción correspondiente resulta ejercitable aun cuando la 

34		 Entre otros, véase el art. 2104 del Código Civil Federal.
35		 Un ejemplo sería la controversia constitucional 325/2001 (véase Sánchez Gil, op. cit., 

pp. 209-211).
36		 CIDH, Responsabilidad internacional por expedición y aplicación de leyes violatorias 

de la Convención, opinión consultiva OC-14/94, 9 de diciembre de 1994, serie A, núm. 14, 
§§ 41 y ss.

37		 Art. 21, fr. II, de la Ley Reglamentaria del Artículo 105 Constitucional.
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misma no haya entrado en vigor, y por ende tampoco tenido oportunidad 
de ser aplicada ni causar perjuicio al actor.38 Pero incluso en este supuesto 
la controversia constitucional no deja de tener carácter “concreto”:39 en él la 
impugnación se plantea precisamente desde el punto de vista del actor, en 
atención a la especial posición jurídica que guarda respecto de la norma y 
que constituye el “interés legítimo” por virtud del cual inicia el proceso, al 
representar la norma impugnada (efectivamente expedida aunque carente 
de vigencia) un “principio de afectación” que en algún momento podría 
ocasionarle perjuicio.40 A fin, no hacer ineficaz esta hipótesis legal de pro-
cedencia de la controversia constitucional, se requiere tenerla con una cali-
dad rayana en el control abstracto, pero todavía dentro de los márgenes del 
concreto.

Como señalamos líneas arriba, es en el juicio de amparo donde el criterio 
de “individualización (in)condicionada” plantea más dificultades. Además, 
no puede olvidarse la trascendencia que tiene al vincular, por su carácter 
jurisprudencial, a los juzgadores de amparo.

2. Un poco de historia

El referido criterio jurisprudencial es el último estadio de una larga evo-
lución de la procedencia del juicio de amparo contra normas generales, que 
ha constado de siete etapas diferentes. Para lo que ahora nos interesa, única-
mente referiremos las dos últimas: aquella en que una norma general tiene 
carácter hetero o autoaplicativo, según respectivamente requiera o no de un 

38		 Véanse “controversias constitucionales. oportunidad para promoverlas 
cuando se impugnen normas generales”, Pleno, Apéndice al Semanario Judicial de 
la Federación 1917-2000, t. I, tesis 112, p. 92; y “controversia constitucional. tra-
tándose de normas generales, al estudiarse en la sentencia la oportunidad en 
la presentación de la demanda relativa deberá analizarse si la impugnación 
de aquéllas se hace con motivo de su publicación o de su primer acto de aplica-
ción”, Pleno, tesis P./J. 65/2009, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, t. XXX, julio de 2009, p. 1535.

39		 Véase Brage Camazano, Joaquín, La acción de inconstitucionalidad, México, Institu-
to de Investigaciones Jurídicas, UNAM, 2000, p. 79.

40		 “controversia constitucional. mediante esta acción la suprema corte de 
justicia de la nación tiene facultades para dirimir cuestiones que impliquen vio-
laciones a la constitución federal, aunque no se alegue la invasión de esferas 
de competencia de la entidad o poder que la promueve”, Pleno, tesis P./J. 112/2001, 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, t. XIV, septiembre de 2001, p. 881.
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acto de “autoridad” para ocasionar perjuicio, y la regida por el criterio de 
“individualización (in)condicionada”.41

La clave del cambio en la opinión de la Suprema Corte sobre este tema, 
que en gran medida explica también las dificultades que ha presentado su 
última etapa jurisprudencial, radica en el vínculo de la naturaleza auto o 
heteroaplicativa de la norma general impugnada, con su aplicación por un 
acto de “autoridad”. A diferencia de lo que aparentaba el criterio tradicional,42 
el de “individualización (in)condicionada” explícitamente ya no exige que 
la aplicación de una norma heteroaplicativa haya de darse por un acto de esa 
índole, sino la misma también “comprende al acto jurídico emanado de la 
voluntad del propio particular [o de un tercero] y al hecho jurídico […] que 
lo sitúan dentro de la hipótesis legal”.43

Según el criterio tradicional, la calidad autoaplicativa de una norma gene-
ral dependía, entre otros requisitos, de “que no sea necesario un acto posterior 
de autoridad para que se genere [su] obligatoriedad”. El primer precedente 
del que derivó esta jurisprudencia, el amparo en revisión 3125/50, se inter-
puso cuando aún no estaba vigente la actual fracción V del artículo 73 de la 
Ley de Amparo, publicada el 19 de febrero de 1951, y dicha fracción esta-
blecía que el juicio de garantías era improcedente “contra leyes que por su 
sola expedición no entrañen violación de garantías, sino que se necesite un 
acto posterior de autoridad para realizar las violaciones”.44 Hoy, la fracción 
VI del mismo precepto, indica que dicha improcedencia acontece respec-
to de normas generales “que, por su sola vigencia, no causen perjuicio al 
quejoso, sino que se necesite un acto posterior de aplicación para que se 
origine tal perjuicio”. 

La diferencia entre ambos sistemas legales resulta evidente: no es igual 
que para su impugnación en amparo como “autoaplicativa”, por su sola vi-
gencia, una norma general simplemente deba no requerir aplicarse de algu-
na manera para ocasionar agravio, que exigir que no cause perjuicio sino a 
través de un acto de autoridad. Sin embargo, el referido criterio tradicional 

41		 Véase Sánchez Gil, op. cit., pp. 214 y 215.
42		 “ley autoaplicativa”, Pleno, Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 

1917-1995, t. I, tesis 187, p. 185. Véase también “leyes autoaplicativas, amparo con-
tra”, Pleno, Semanario Judicial de la Federación, séptima época, vol. 103-108, primera 
parte, p. 167; y “ley autoaplicativa. quiénes pueden impugnarla dentro del térmi-
no de los 30 días siguientes al de su entrada en vigor”, Pleno, Apéndice al Semana-
rio Judicial de la Federación 1917-2000, t. I, tesis 302, p. 360.

43		 Supra, nota 2.
44		 Véase Sánchez Gil, op. cit., p. 216, n. 59.
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se mantuvo luego de dicha reforma de 1951, como indican sus precedentes 
segundo y siguientes.45

Aun bajo la actual redacción de la fracción VI, del artículo 73, de la Ley 
de Amparo, siguiéndose la idea de que era “autoaplicativa” la norma que no 
requiere un acto de autoridad para causar agravio al quejoso, resultaba fácil 
definir a contrario las “heteroaplicativas”, como se hacía bajo la regulación 
anterior, y tener con esta naturaleza a las normas que en cambio sí precisan 
un acto de autoridad para ocasionar perjuicio. Pero no se reparaba en la 
incorrección lógica de este razonamiento en los términos vigentes del refe-
rido precepto: de que una norma “autoaplicativa” no requiera ser aplicada 
por un acto de autoridad para causar perjuicio, no se concluye que tenga esa 
calidad cualquiera que no exija dicho acto para lo mismo; y aunque esa pre-
misa sí lleva a considerar “heteroaplicativa” a toda norma que necesita de 
un acto de autoridad para ocasionar perjuicio —como las punitivas—, tam-
poco se sigue de ella que carezca de naturaleza “heteroaplicativa” la norma 
que sólo ocasiona perjuicio a raíz de su aplicación por el mismo afectado o 
un tercero particular.46

El criterio de “individualización (in)condicionada” generaliza la idea de 
que la aplicación de una norma general, a partir de la cual ésta es impugna-
ble mediante el juicio de amparo, puede haber sido realizada por cualquier 
persona e incluso, como indica la tesis correspondiente, por un “hecho ju-
rídico, ajeno a la voluntad humana”.47 Aunque con las precisiones que ha-
remos en la sección siguiente, éste es el indudable mérito de esta opinión 
jurisprudencial.

Este cambio de percepción jurisprudencial no se dio de la noche a la 
mañana. Muchos años antes de que estableciera el criterio de “individua-
lización (in)condicionada” como obligatorio, el Pleno de la Suprema Cor-
te había considerado que los actos realizados por el quejoso para cumplir 
las obligaciones que le impone la norma general que reclama, también son 
“actos de aplicación” para efectos de la procedencia del juicio de ampa-
ro.48 Pero la definición de las normas “heteroaplicativas” bajo el criterio 
tradicional, que vincula su naturaleza al acto de autoridad que actualiza su 

45		 Supra, nota 43.
46		 Véase Sánchez Gil, op. cit., pp. 217 y 218.
47		 Supra, nota 2.
48		 “leyes, amparo contra. el cumplimiento del quejoso por imperativo legal 

es acto de aplicación que puede servir de base para el cómputo del plazo de 
impugnación”, Pleno, Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2000, t. I, 
tesis 316, p. 372.
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hipótesis, se encontraba tan arraigada en el pensamiento jurídico mexicano, 
que se siguió utilizando incluso luego de establecerse el criterio de “indivi-
dualización (in)condicionada”.49

En la actualidad, a más de trece años de haberse establecido esta últi-
ma opinión jurisprudencial, no parece haber problema en considerar como 
“acto de aplicación”, aquel por el cual un tercero50 o el mismo quejoso51 

49		 “consentimiento expreso de una ley. no se actualiza como causa de impro-
cedencia del juicio de amparo, cuando su hipótesis fue aceptada por el quejoso 
en un contrato”, Pleno, cit., t. I, tesis 143, p. 180; y “licencia por anuncios, carteles 
y obras publicitarias. las disposiciones que regulan el pago de derechos por 
tales conceptos, previstos en la ley de ingresos para los municipios de nayarit 
(artículos 12 a 16), son heteroaplicativas”, Primera Sala, tesis 1a./J. 32/97, Semana-
rio Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. VI, agosto de 1997, p. 54.

50		 “renta. la retención del impuesto relativo no conduce a tener por ciertos 
los actos de aplicación y ejecución de la ley atribuidos a las autoridades ha-
cendarias, pero sí es apta para promover amparo contra dicha ley”, Segunda Sala, 
tesis 2a./J. 36/2008, idem, Novena Época, t. XXVII, abril de 2008, p. 683; y “adquisición 
de bienes inmuebles en escritura pública. el acto de aplicación del impuesto 
relativo, se actualiza, en el momento en que el notario público lo retiene”, 
Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, tesis I.4o.A.475 
A, cit., Novena Época, t. XXI, mayo de 2005, p. 1400. Véase también “adquisición de in-
muebles. la liquidación del impuesto relativo informada por parte del notario 
público al contribuyente, constituye el primer acto de aplicación de los pre-
ceptos del código financiero del distrito federal que regulan ese tributo para 
efectos de la procedencia del amparo”, Segunda Sala, tesis 2a./J. 5/2006, cit., Novena 
Época, t. XXIII, febrero de 2006, p. 657.

51		 “leyes tributarias. el primer acto de aplicación de sus hipótesis norma-
tivas y la consecuente afectación al interés jurídico, se puede acreditar con 
la respectiva declaración de pago, si los resultados plasmados en ella se sus-
tentan indefectiblemente en lo previsto en aquéllas”, Segunda Sala, Apéndice al 
Semanario Judicial de la Federación (Actualización 2001), t. I, tesis 39, p. 65; “amparo 
contra leyes. la autoliquidación de una contribución no es un acto imputable 
a las autoridades ejecutoras, aunque sí constituye un acto de aplicación de la 
ley a partir del cual empieza a correr el plazo para promover el amparo”, Se-
gunda Sala, tesis 2a./J. 153/2007, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, t. XXVI, agosto de 2007, p. 367; “DECLARACIÓN PRESENTADA A TRAVÉS DE 
MEDIOS ELECTRÓNICOS Y ACUSe de recibo con sello digital. la constancia im-
presa o su copia simple son aptas para acreditar la aplicación de los preceptos 
legales en que aquélla se sustentó”, tesis 2a./J. 24/2008, Segunda Sala, cit., Novena 
Época, t. XXVII, febrero de 2008, p. 530; y “declaraciones fiscales presentadas por 
medios electrónicos (vía internet). el primer acto de aplicación se acredita con 
acuse de recepción que contenga los datos referentes a la hora, fecha, folio y 
tipo de operación, transmitido por la autoridad correspondiente”, Séptimo Tri-
bunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, tesis I.7o.A.183 A, cit., 
Novena Época, t. XVI, septiembre de 2002, p. 1351.
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ejecuta las consecuencias previstas por la norma general impugnada, aun-
que dicha aplicación no se designe como “acto reclamado” por no provenir 
de una autoridad.52 No obstante lo razonable que resulta este aspecto que se 
pretendió superar con el criterio de “individualización (in)condicionada”, 
frente a la opinión tradicional sobre la aplicabilidad de normas generales 
para efectos del juicio de amparo, “ya que de lo contrario el gobernado 
tendría que tolerar el acto de aplicación hasta que la autoridad […] emita al 
respecto una resolución […], lo que en algunos casos nunca sucederá”;53 la 
aplicación indiscriminada de este criterio da lugar a diversos problemas que 
trataremos en la sección siguiente.

3. Individualización (in)condicionada y aplicación jurídica

A. ¿Actualización o primer acto de aplicación?

Como es habitual en la práctica, la ejecutoria publicada al sentarse el 
criterio de individualización (in)condicionada como jurisprudencia, aporta 
muy poco para esclarecer las razones sustantivas que tuvo el Máximo Tri-
bunal para sostenerlo: al ser el último precedente de la línea que ocasiona la 
obligatoriedad de esa opinión, la sentencia correspondiente se limitó a in-
vocar y aplicar sin mayor consideración la “edición aislada” de dicha juris-
prudencia —la tesis P. LI/96—.54 De esta suerte, habremos de ceñirnos a la 
correspondiente tesis jurisprudencial, para lo cual será adecuado reproducir 
su texto, a fin de tener a la mano los términos en que se expresa, consideran-
do que la sutil distinción conceptual que debe hacerse en este tópico, obliga 
a cuidar la delimitación de nuestras ideas y terminología. La indicada tesis 
de jurisprudencia se expresa en estos términos:

Para distinguir las leyes autoaplicativas de las heteroaplicativas conviene 
acudir al concepto de individualización incondicionada de las mismas […] la 

52		 “leyes autoaplicativas. si se controvierten con motivo de su primer acto 
de aplicación, la circunstancia de que éste no se señale como acto reclamado 
por provenir del propio quejoso o de un tercero que actúa en cumplimiento de 
la ley, no acarrea el consentimiento tácito de aquéllas”, Pleno, tesis P. XXVI/99, 
cit., Novena Época, t. IX, mayo de 1999, p. 22.

53		 “suplencia de la queja deficiente prevista en el artículo 76 bis, fracción i, 
de la ley de amparo. opera tratándose de autoliquidaciones fiscales en materia 
del impuesto predial (legislación del distrito federal)”, Segunda Sala, tesis 2a./J. 
11/2008, cit., Novena Época, t. XXVII, febrero de 2008, p. 659.

54		 Novena Época, t. VI, agosto de 1997, pp. 317 y ss.
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condición consiste en la realización del acto necesario para que la ley adquie-
ra individualización, que bien puede revestir el carácter de administrativo 
o jurisdiccional, e incluso comprende al acto jurídico […que sitúa al que-
joso] dentro de la hipótesis legal. De esta manera, cuando las obligaciones 
derivadas de la ley nacen con ella misma, independientemente de que no se 
actualice condición alguna, se estará en presencia de una ley autoaplicativa 
o de individualización incondicionada; en cambio, cuando las obligaciones 
de hacer o de no hacer que impone la ley, no surgen en forma automática con 
su sola entrada en vigor, sino que se requiere para actualizar el perjuicio de 
un acto diverso que condicione su aplicación, se tratará de una disposición 
heteroaplicativa o de individualización condicionada, pues la aplicación ju-
rídica o material de la norma, en un caso concreto, se halla sometida a la 
realización de ese evento.55

El problema fundamental que plantea este criterio es determinar si el 
hecho lato sensu por el cual el quejoso es “colocado en el supuesto” que 
prevé la norma, constituye un “acto de aplicación” para efectos de la proce-
dencia del juicio de amparo, o sea si el hecho por el cual se ubica al quejoso 
en la hipótesis de la norma, constituye ese acto que marca el comienzo del 
transcurso del plazo procesal para promover la demanda de amparo, pre-
visto en el artículo 21 de la ley reglamentaria de este proceso. En realidad, 
este problema está delimitado a dos casos muy señalados: aquellos en que 
respecto del quejoso se actualiza el supuesto normativo correspondiente, 
por haber realizado un acto propio o acaecido un hecho involuntario que lo 
conlleve.56

Vistos los términos de la tesis sobre “individualización (in)condiciona-
da”, anteriormente sostuvimos que el acto que sitúa al quejoso dentro de la 
hipótesis normativa, realizando el supuesto previsto en ésta y consecuente-
mente actualizando (jurídica, no materialmente) sus consecuencias, cons-
tituye precisamente el “primer acto de aplicación” de dicha norma para su 
impugnación constitucional.57 No es difícil desprender de dicha tesis que la 
“actualización” (o “surgimiento” o “nacimiento”) en la esfera individual del 
quejoso de las consecuencias de la norma (derecho, facultad u obligación), 
indefectiblemente condicionada por la realización del supuesto previsto por 
ella, haga confundir ésta con un “acto de aplicación” de la norma, entendida 

55		 Supra, nota 2 (cursivas añadidas).
56		 Véase la precisa clasificación de hipótesis de individualización condicionada, que pre-

senta Coello Cetina, op. cit., pp. 17 y ss.
57		 Véase op. cit., nota 1, pp. 222-225.
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como “formulación de un juicio imputativo” en los términos señalados en 
un apartado anterior. Esta opinión ha sido afirmada por nuestros tribunales, 
o al menos sus términos dan pie a ella, al identificar la “aplicación” con la 
“colocación” en el supuesto de la norma general, que “actualiza” su hipó-
tesis.58

Bajo esta idea, es factible —aunque incorrecto como veremos— de-
clarar la improcedencia del juicio de amparo contra una norma general 
autoaplicativa,59 considerando que su “primer acto de aplicación” es la 
“realización” de su hipótesis, la cual “actualiza” sus consecuencias, y no 
aquel acto por el cual se declara que ello acaeció o se llevan a efecto dichas 
consecuencias.60 Esto ocasiona, no pocas veces, que la impugnación de una 
norma autoaplicativa con motivo de un acto de aplicación en el sentido más 
estricto, se tope con que la primera vez en que se “aplicó” fue cuando se 

58		 Véanse “amparo contra leyes. la autoliquidación…”; “leyes heteroaplica-
tivas, amparo contra. para que se demuestre que se aplicaron, no basta que se 
citen las normas reclamadas, sino que es necesario que se actualicen los su-
puestos previstos en ellas”, Pleno, tesis P. LXVII/96, Semanario Judicial de la Federa-
ción y su Gaceta, Novena Época, t. III, mayo de 1996, p. 113; “amparo contra leyes. el 
primer acto de aplicación que permite impugnarlas es aquel en que por primera 
vez se actualizaron las hipótesis normativas correspondientes en perjuicio del 
quejoso”, Segunda Sala, tesis 2a. LXX/2002, Novena Época, t. XVI, julio de 2002, p. 445; 
e “interés jurídico en amparo contra leyes. distinta eficacia procesal del primer 
acto de aplicación de una ley autoaplicativa del de una norma heteroaplicati-
va, para efectos de acreditarlo”, Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administra-
tiva del Cuarto Circuito, tesis IV.2o.A.18 K, Novena Época, t. XXI, enero de 2005, p. 1786. 

59		 Por definición, respecto de las normas “heteroaplicativas” es precisamente su apli-
cación la que actualiza (en el estricto sentido definido anteriormente” las consecuencias 
previstas por la norma, de manera que esta cuestión no se produce con ellas.

60		 La Suprema Corte ha establecido que la aplicación de una norma general puede darse 
incluso implícitamente, “de hecho”, cuando mediante un acto “materialice sus efectos en 
el mundo fáctico y altere el ámbito jurídico de la persona”, de modo que dicha aplicación 
tácita también permite impugnarla en amparo (“leyes, amparo contra. reglas para su 
estudio cuando se promueve con motivo de un acto de aplicación”, Pleno, tesis 
P. XVII/99, Novena Época, t. IX, abril de 1999, p. 34 —en idénticos términos que la tesis 
2a./J. 71/2000—; y “leyes heteroaplicativas que no causen perjuicio al quejoso. el 
amparo es improcedente en términos del artículo 73, fracción xviii, en relación 
con el 114, fracción i, a contrario sensu, ambos de la ley de amparo”, Segunda 
Sala, tesis 2a./J. 12/98, VII, marzo de 1998, p. 323). Sin embargo, este precedente admite 
una excepción para el efecto de no impedir la procedencia del amparo contra una aplicación 
futura, cuando la efectuada implícitamente se haya dado sin fundamentación ni motivación 
(“amparo contra normas de carácter general. procede contra el acto en que se 
apliquen expresamente, aunque con anterioridad se hayan aplicado implícita-
mente”, Segunda Sala, tesis 2a. XCVII/98, Novena Época, t. VIII, julio de 1998, p. 211). 
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realizó su hipótesis respecto del quejoso, y que la reclamación posterior a 
ella es improcedente por ser ulterior —obviamente, sólo podría haber un 
“primer” acto de aplicación—.61 

Tal situación constituye un importante obstáculo al derecho fundamen-
tal de acceso a la justicia constitucional, tutelado por los artículos 17 de la 
ley suprema, y 2o., 8.1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos,62 además de los que específicamente prevén el juicio de amparo. 
Ella obstaculiza la posibilidad de que los justiciables puedan plantear efec-
tivamente una acción constitucional contra una norma general —y una en 
virtud del efectivo perjuicio que sufren por su aplicación—; cuando reali-
zan un acto o les acontece un suceso, no todos los gobernados perciben que 
a su respecto se actualizan consecuencias jurídicas que en algún momento 
se ejecutarán en su perjuicio, sino, caen en la cuenta de esto y resuelven 
impugnar su pretendida irregularidad cuando ellas se ponen de manifiesto. 
Según entendemos, evitar esta indefensión es el objetivo de la doble oportu-
nidad para la impugnación de normas generales autoaplicativas, que ofrece 
nuestro sistema procesal constitucional.63

B. Algunos ejemplos

De cualquier manera es preciso determinar, interpretando la disposición 
correspondiente, cuál es la fórmula de la norma sobre la cual versa nuestro 

61		 Cfr. “leyes, amparo contra. debe sobreseerse si se promueve con motivo del 
segundo o ulterior actos de aplicación”, Pleno, Apéndice al Semanario Judicial de la 
Federación 1917-2000, t. I, tesis 314, p. 370; “amparo contra leyes. el primer acto de 
aplicación…”, cit.; “amparo contra leyes. el motivo manifiesto e indudable de su 
improcedencia, puede sustentarse en la confesión del quejoso de que no recla-
ma el primer acto de aplicación sino uno posterior”, Segunda Sala, Semanario Ju-
dicial de la Federación y su Gaceta, tesis 2a./J. 50/2002, Novena Época, t. XVI, julio de 
2002, p. 64; y “leyes heteroaplicativas. para que sea procedente su impugnación, 
el acto de aplicación de la ley debe afectar al gobernado en su interés jurídico”, 
Pleno, tesis P. XCVII/95, Novena Época, t. II, noviembre de 1995, p. 92. Véase también 
“controversia constitucional. es improcedente contra un segundo o ulterior 
acto de aplicación de la norma general impugnada”, Pleno, tesis P./J. 121/2006, 
Novena Época, t. XXIV, noviembre de 2006, p. 878.

62		 Véase Sánchez Gil, Rubén, “El derecho de acceso a la justicia y el amparo mexicano”, 
Revista Iberoamericana de Derecho Procesal Constitucional, México/Lima, Porrúa-IIDPC, 
núm. 4, julio-diciembre de 2005, pp. 245 y ss.

63		 Véase “amparo contra una ley. término para promoverlo”, Pleno, Semanario 
Judicial de la Federación, Sexta Época, t. XXXVI, primera parte, p. 45.
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análisis; y para ello usaremos los ejemplos que hemos aportado.64 Algunas 
normas generales excepcionalmente vinculan a toda persona a partir de su 
sola entrada en vigor, y tienen así un supuesto o hipótesis “universal”, por 
decirlo de alguna manera; pensemos en algunos tipos penales tan básicos 
como el robo, que contienen una norma prohibitiva universalmente apli-
cable: en principio, a nadie está permitido “apodera[rse] de una cosa ajena 
mueble, sin derecho y sin consentimiento de la persona que puede disponer 
de ella con arreglo a la ley”.65 Pero la mayoría de las normas, en cambio, 
prevén hipótesis más o menos detalladas que no pueden ser realizadas por 
cualquier persona, sino que requieren que el sujeto que las concrete tenga 
una determinada calidad definida por la misma, como ser funcionario pú-
blico o encontrarse en una peculiar situación que define su hipótesis; como 
respecto del delito de peculado que comete un servidor público al distraer 
dinero del Estado en diversas circunstancias.66 

La referida disposición que tipifica el delito de robo, como señalamos, 
contiene dos normas diferentes: la de carácter principal e índole prohibitiva 
cuya hipótesis es universal (“toda persona”) que tiene como consecuencia 
una alteración de la esfera jurídica de sus destinatarios (el impedimento 
jurídico de “robar”); y la punitiva, de calidad subordinada a la anterior, 
que tiene como consecuencia la obligación del inculpado de satisfacer la 
sanción que se le imponga, derivada de la realización de una hipótesis com-
pleja (en que concurren la comisión del delito y la determinación judicial 
—con su debido proceso— de que ésta se efectuó). Se trata de dos nor-
mas generales diferentes, con supuestos y consecuencias también diversas: 
la primera implica la titularidad de cierta calidad personal, que trae como 
efecto el nacimiento de ciertos deberes; la segunda tiene como supuesto el 
incumplimiento de éstos —previa determinación de su actualización— y 
como consecuencia la imposición de ciertas sanciones.

En este primer ejemplo es manifiesto el carácter autoaplicativo de la co-
rrespondiente norma prohibitiva, y el heteroaplicativo de la punitiva, con 
todas sus consecuencias procesales para el juicio de amparo. Por el solo 
hecho de existir, se actualiza la consecuencia de la primera norma respecto 
de cualquier persona, quien carecerá de la “facultad” de apropiarse inde-
bidamente de los bienes ajenos; y así, a partir de su sola vigencia, podrá 

64		 Lo cual no significa que tengamos dichas disposiciones por inconstitucionales. Em-
pleamos estos ejemplos por la claridad de sus términos, para explicar la procedencia de su 
eventual impugnación en amparo y no los méritos de la misma. 

65		 Artículo 367 del Código Penal Federal.
66		 Ibidem, art. 223, fr. I.
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impugnarla por esta vía constitucional. En cambio, quien ha contraveni-
do este deber, no necesariamente está obligado a sufrir una sanción, pues 
la determinación de ésta solamente puede derivar de la resolución judicial 
correspondiente, que aplique tanto aquella norma prohibitiva como la pu-
nitiva; dicha resolución implica un “acto de aplicación” de ambas normas 
mediante un juicio que impute al inculpado la sujeción a los deberes im-
puestos por aquella norma, la realización de una acción contraria a éstos, y 
que establezca como consecuencia de ésta, su deber de cumplir una sanción 
en condiciones muy específicas.

Sin embargo, aunque básicamente tenga la misma estructura, la cuestión 
es poco clara respecto de la responsabilidad prevista en relación con el se-
gundo ejemplo, en especial con aquellas personas que hubieran adquirido la 
calidad de “servidor público” —o cualquier otra, según el caso— con poste-
rioridad a los primeros treinta días de vigencia de la disposición que tipifica 
el delito de pecEl acto por el que una persona se “coloca” en el supuesto 
de una norma general —en nuestro actual ejemplo, la adquisición del ca-
rácter de “servidor público”—, por el cual realiza la hipótesis prevista, no 
es un “acto de aplicación” sino un “acto condición”. Éstos son, en términos 
muy generales, los que “condiciona[n] la aplicación de una situación jurí-
dica general a un caso particular”, y tienen carácter “intermediario” entre 
una situación jurídica previamente establecida y la inserción en ella de una 
persona como sujeto de derechos y obligaciones. En términos generales, la 
doctrina administrativa coincide en que la designación de una persona para 
ocupar un cargo público, es un claro ejemplo de dicha especie.67 

Existe un determinado marco jurídico para los servidores públicos y, a 
partir de la realización del “acto condición” por el cual adquiere esa cali-
dad, el mismo es aplicable a cierta persona; pero ello no significa que por su 
virtud se le está “aplicando”. Con el “acto condición” naturalmente se ac-
tualizan los deberes previstos en la norma principal de nuestro ejemplo: rea-
lizándose el supuesto de que una persona sea servidor público, se actualiza 

67		 Fraga, Gabino, Derecho administrativo, 30a. ed., México, Porrúa, 1991, p. 34. Véanse 
también Serra Rojas, Andrés, Derecho administrativo. Primer curso, 21a. ed., México, Po-
rrúa, 2000, p. 251; “controversia constitucional. el decreto por el que una legis-
latura estatal crea un municipio es un acto condición por lo que el plazo para 
impugnarlo se rige por las reglas relativas a los actos en sentido estricto”, 
Pleno, tesis P./J. 102/2004, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Épo-
ca, t. XX, octubre de 2004, p. 1766; y “policía federal ministerial. los nombramien-
tos de sus agentes no son contratos de trabajo sino ‘actos condición’”, Primera Sala, 
tesis 1a. LXXII/2010, cit., Novena Época, t. XXXI, abril de 2010, tesis 1a. LXXII/2010, p. 413.
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su deber de no incurrir en conductas que realicen el delito de peculado. Ello 
otorga calidad “autoaplicativa” a la norma principal que obliga al servidor 
público a no incurrir en tal acción antijurídica, que le permitiría impugnarla 
a partir de los treinta días iniciales de su vigencia. 

Pero independientemente de que el sujeto se hubiera conformado a estas 
obligaciones, el “acto condición” por el que adquiriera la calidad de “ser-
vidor público” no implica la “formulación de un juicio imputativo” en que 
consiste la “aplicación” estricta de aquella norma,68 por el cual se determi-
ne respecto a dicho sujeto, que ha realizado el supuesto de la misma y por 
tanto está obligado a cumplir los referidos deberes. La aplicación de dicha 
norma, así sea implícitamente,69 se realiza cuando: 1) el sujeto voluntaria-
mente cumple las obligaciones que le impone dicha norma principal, 2) 
algún superior jerárquico le ordena apegarse a ellas o 3) la autoridad corres-
pondiente determina que está sujeto a las mismas para luego establecer si 
las contravino y es acreedor a las sanciones indicadas por la norma punitiva 
que deriva de la misma disposición general.

Si se entendiera que el “acto condición” por el cual una persona 
adquiere la calidad de servidor público, implicase un “primer acto de 
aplicación” de la norma principal derivada de la tipificación del delito 
de peculado, cuando ésta le sea verdaderamente aplicada en la hipótesis 
señalada en el inciso 3) anterior, dicha persona no podría impugnarla en 
amparo en esta última ocasión puesto que habría consentido la referida nor-
ma, posiblemente sin conocerla ni haber tenido oportunidad de ello o de 
enfrentarse a la oportunidad de realizar sus consecuencias. Aunque median-
te el “acto condición” se actualizan las consecuencias que prevé la norma, 
no hay “juicio imputativo” que lo constate y ordene su realización y la de 
otros efectos ulteriores; según la Corte recientemente definió el concepto de 
“aplicación legal”.70

Otro caso que ejemplifica lo anterior es el relativo al momento para im-
pugnar el artículo octavo transitorio de las reformas de 1997 a la Ley del 
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, que nie-
ga a éstos el derecho a que se les entreguen sus aportaciones de vivienda 
posteriores al tercer bimestre de ese año, las cuales serían abonadas para 
cubrir su pensión, si se benefician del régimen de la Ley del Seguro Social 

68		 Supra, nota 28.
69		 Supra, nota 61.
70		 “leyes. su sola cita no constituye un acto de aplicación”, Primera Sala, tesis 

1a. V/2008, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXVII, 
enero de 2008, p. 425.
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vigente hasta el 30 de junio de 1997 y no de alguno ulterior. La Segunda 
Sala de la Suprema Corte ha determinado que dicha norma es heteroaplica-
tiva porque está condicionada a que el trabajador haya optado por el sistema 
de seguridad social anterior y así se “ubi[que] de manera automática en la 
previsión del precepto transitorio de que se trata”; elección que según la 
Suprema Corte es un “acto de aplicación”, y entonces “será a partir de ese 
momento en que podrá computarse el plazo de quince días a que se refiere 
el artículo 21 de la Ley de Amparo, para reclamar la inconstitucionalidad 
de tal precepto”.71

Como hemos visto, dicha elección del trabajador no es un “acto de apli-
cación”, sino un “acto condición”: a partir de esa opción sólo le es aplicable 
el régimen jurídico correspondiente al sistema de pensión que eligió, en que 
se cuenta el referido artículo octavo transitorio, el cual en realidad tiene ca-
rácter autoaplicativo, pero sin que el mismo se le esté aplicando. Cuando el 
trabajador se ubica en el supuesto de gozar una pensión bajo el sistema an-
tiguo, se actualiza la consecuencia prevista en dicho precepto, alterándose 
su esfera jurídica por la imposibilidad de que le sean devueltas sus aporta-
ciones posteriores al bimestre referido; pero no hay, según indicamos en el 
ejemplo anterior, “formulación de juicio imputativo” que declare la actua-
lización de dicha modificación jurídica, la cual resultaría del laudo emitido 
en que la Junta Laboral le niegue el derecho a la devolución que requiriera 
en el juicio reclamatorio correspondiente. De esta manera, el trabajador 
puede quedar indefenso ante dicho precepto porque es muy improbable que 
se haya dado cuenta de que normativamente se “actualizó” su consecuencia, 
y dejase pasar el plazo de su impugnación señalado por la Suprema Corte; 
y no se dé cuenta de que esa disposición le afecta sino hasta que mediante 
el juicio imputativo y la resolución denegatoria correspondientes, que en 
estricto sentido serían el “primer acto de aplicación” de la norma, advierta 
que carece de derecho a la devolución de sus aportaciones, momento en el 
que ya habrá “consentido” esa disposición y el amparo que promueva en su 
contra será improcedente siguiendo la opinión del Máximo Tribunal.

71		 “infonavit. el artículo octavo transitorio del decreto por el que se refor-
ma la ley relativa, publicado en el diario oficial de la federación el 6 de enero 
de 1997, que regula el destino de los fondos acumulados de la subcuenta de 
vivienda, constituye una norma de naturaleza heteroaplicativa”, Segunda Sala, 
tesis 2a./J. 18/2008, cit., Novena Época, t. XXVII, febrero de 2008, p. 589.
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C. Precisiones finales

Una norma general es autoaplicativa cuando su sola vigencia altera in-
mediatamente la esfera jurídica de los sujetos que previamente se com-
prendían en ella, actualizando a su respecto las consecuencias que prevé, 
y también las de quienes llegan a ubicarse en su supuesto luego de que 
comenzó a regir. Sin embargo, en este último caso el acto por el cual una 
persona realiza el supuesto de una norma y actualiza sus consecuencias a 
su respecto, no constituye un acto de aplicación, sino un “acto condición”, 
debido a que no implica formular un juicio imputativo que adjudica dichas 
consecuencias respecto del gobernado. 

La aplicación en sentido estricto de una norma de esta índole —como la 
de cualquier otra—, que determinaría su impugnación en el juicio de garan-
tías en términos del artículo 21 de la Ley de Amparo, se daría por el acto 
mediante el cual se dispone particularmente para el quejoso la realización 
efectiva de las consecuencias de la norma.72 Tal acto de aplicación puede 
hallarse implícito, como adelante veremos al tratar algunos ejemplos de la 
materia tributaria, por la acción mediante la cual el gobernado cumple las 
obligaciones que le impone la norma; esta ejecución no puede darse sin que 
el propio gobernado se haya atribuido a sí mismo —al menos tácitamente— 
una vinculación a satisfacer las consecuencias de la norma.73

Y a diferencia de las anteriores, las heteroaplicativas se caracterizarían 
por que sus consecuencias jurídicas se actualizan sólo después de un juicio 
imputativo llevado a cabo por la autoridad o quien tenga facultades para 
ello, requerido por el supuesto que prevén; mismo que constituye el “acto 
de aplicación” a partir del cual inicia el transcurso del plazo que indica el 
artículo 21 de la Ley de Amparo.

72		 Supra, nota 71.
73		 “leyes autoaplicativas y heteroaplicativas. interpretación del artículo 

73, fracción vi, de la ley de amparo”, Pleno, Semanario Judicial de la Federación, 
Octava Época, t. III, primera parte, enero a junio de 1989, tesis V/89, p. 161. Véase también 
supra, nota 61.
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IV. Otros problemas relativos a la “aplicación”  
de normas generales

1. Interés jurídico

En su referida obra, Rafael Coello Cetina nos permite advertir que en 
los casos de los que hablamos, la realización del supuesto normativo por 
acto propio del quejoso o por hecho involuntario, “no puede[n] válidamen-
te considerarse como requisito que condiciona [la] individualización [de 
la norma]”, pues ello “no es propi[o] del análisis de la naturaleza autoa-
plicativa de la norma impugnada, sino del estudio que permite concluir si 
ésta afecta el interés jurídico de la quejosa”.74 Aunque con las precisiones 
que expresaremos adelante, la diferencia entre estos aspectos también es 
reconocida por la jurisprudencia de la Suprema Corte, para quien “no debe 
confundirse el carácter de autoaplicativa de una ley, con el interés jurídico 
para reclamarla en amparo”.75

La jurisprudencia de la Corte ha establecido que el “interés jurídico”  
—otro de los frecuentemente abstrusos conceptos de este proceso 
constitucional— en el amparo contra normas generales, se constituye 
por la ubicación del quejoso “bajo los supuestos de la ley”.76 Recientemen-
te, al decidir algunas impugnaciones sobre el Impuesto Empresarial a Tasa 
Única (IETU), el Pleno la Suprema Corte reiteró este criterio.77

74		 Cfr. op. cit., nota 4, p. 20.
75		 “infonavit. la demostración del interés jurídico para reclamar el penúlti-

mo párrafo del artículo 29 de la ley relativa, publicada en el diario oficial 
de la federación de 6 de enero de 1997, requiere que el patrón acredite que tiene 
trabajadores a su servicio y que a la fecha de entrada en vigor del decreto se 
encuentren ausentes por incapacidades expedidas por el instituto mexicano del 
seguro social”, Pleno, tesis P./J. 93/98,Novena Época, t. VIII, diciembre de 1998, p. 189.

76		 “interés jurídico, comprobación del”, Pleno, Apéndice al Semanario Judicial de 
la Federación 1917-2000, t. I, tesis 283, p. 336.

77		 “empresarial a tasa única. extremos que deben probarse para acreditar 
el interés jurídico para reclamar en amparo la ley del impuesto relativo y el 
decreto por el que se otorgan diversos beneficios fiscales respecto de dicho 
tributo y del diverso sobre la renta (legislación vigente a partir del 1 de enero 
de 2008)”, tesis P./J. 62/2010,Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, t. XXXII, julio de 2010, p. 7; “empresarial a tasa única. la escritura consti-
tutiva de la empresa quejosa es insuficiente para acreditar su interés jurídico 
para impugnar la ley del impuesto relativo y el decreto por el que se otorgan 
diversos beneficios fiscales respecto de dicho tributo y del diverso sobre la 
renta (legislación vigente a partir del 1 de enero de 2008)”, tesis P./J. 63/2010, cit., 
Novena Época, t. XXXII, julio de 2010, p. 9.
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Según las definimos con anterioridad, el acto de aplicación determina la 
impugnabilidad de las normas heteroaplicativas, y el mismo constituye el 
“interés jurídico” del quejoso. Dicha aplicación es uno de los elementos de 
la hipótesis normativa que al realizarse, actualiza la consecuencia prevista. 

El caso de las autoaplicativas, igualmente como las caracterizamos arri-
ba, es algo diferente: su sola vigencia y el acto condición por el cual el go-
bernado realiza su hipótesis, hace surgir su interés jurídico para impugnar-
las en amparo, sin más, dentro de los primeros treinta días de su vigencia. 
En cambio, si se reclamasen con motivo de su primer acto de aplicación, la 
procedencia de la acción no se surte por el solo interés jurídico que tuviera 
el quejoso respecto de la norma general, sino también se requiere configurar el 
mismo respecto del acto de aplicación. 

Se trata entonces de dos diferentes clases de interés jurídico que deben 
concurrir en una impugnación de este tipo: el relativo a la norma general y 
el correspondiente al acto que la aplica en perjuicio del quejoso.78 Su rela-
ción es tan estrecha que “probada la existencia del primer acto de aplicación 
de una ley autoaplicativa, necesariamente debe tenerse por demostrada la 
afectación [de la ley] al interés jurídico del quejoso”,79 mas no al revés.

Hay que detenernos un momento en lo último. Normalmente, y por ello 
no percibimos este “doble interés jurídico”,80 un verdadero acto de apli-
cación de una norma general imputa al gobernado las consecuencias que 
prevé, y de esa manera las ejecuta en alguna medida; ocasionándole por 
sí mismo un perjuicio inmediato, mas también uno por efecto de la norma 
general que le sirve de base y lleva a ejecución. Diversas hipótesis nos de-
muestran lo anterior: 1) si incorrectamente se aplicasen las consecuencias 

78		 Sobre la discutible existencia y fines prácticos de “actos de aplicación” sin perjuicio al 
interés jurídico del quejoso, véase “medidas de apremio. el requerimiento, con aper-
cibimiento genérico de imponerlas, es acto de aplicación de la ley reclamada, 
que no afecta el interés jurídico para la procedencia del amparo”, Segunda Sala, 
Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2000, t. I, tesis 375, p. 431.

79		 Cfr. “interés jurídico en amparo contra leyes. distinta eficacia procesal…”, 
cit.

80		 Véase “interés jurídico para reclamar una ley. lo tiene el quejoso cuando 
en una resolución se le aplica, aunque no se citen los preceptos relativos”, Ple-
no, tesis P./J. 30/96, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. III, 
junio de 1996, p. 58, y “amparo contra leyes. cuando se concede la protección fe-
deral respecto del acto de aplicación, pero no en relación con la ley impugna-
da, el quejoso conserva su interés jurídico para reclamar en la revisión que se 
declare su inconstitucionalidad, pues al abordarse el estudio correspondiente 
podría obtener mayores beneficios”, Segunda Sala, tesis 2a./J. 191/2008, cit., t. XXIX, 
enero de 2009, p. 567.
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de la norma general a una persona ubicada fuera de su hipótesis, la afecta-
ción que ésta sufra no derivaría de la norma sino de la ilegalidad de su su-
puesta aplicación,81 y 2) si a pesar de hallarse en el supuesto de una norma 
jurídica que debería aplicársele, el acto que realiza esto no se basa en ella 
sino en otra diversa que produzca la misma afectación, carecerá de interés 
jurídico.82

De esta manera, en el caso de normas autoaplicativas, la ubicación del 
quejoso en su hipótesis constituirá sólo uno de los requisitos para su legi-
timación activa en el juicio de amparo: la afectación de su interés jurídico 
únicamente por la norma, mas no por una pretendida aplicación que todavía 
no se efectúa. En caso de impugnar la norma por su sola vigencia dentro de 
los primeros treinta días de ésta, ese interés jurídico le bastará para instar su 
reclamación; pero no será así cuando la reclame con motivo de su aplica-
ción, porque dicha colocación en el supuesto de la norma y la consecuente 
actualización de sus consecuencias, no la constituye estrictamente.83 En este 
último caso, se requerirá para la procedencia de un acto de aplicación stric-
to sensu, que constate la colocación del sujeto en la hipótesis normativa —
no que él realice ésta— y que ordene (explícita o implícitamente) ejecutar 
sus consecuencias.

81		 Véanse “interés jurídico en el amparo contra leyes. no lo tiene el quejoso 
si de autos aparece que no se encuentra en los supuestos de los preceptos le-
gales que reclama”, Pleno, Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, t. II, 
primera parte, julio a diciembre de 1988, p. 22; “leyes o reglamentos, amparo contra, 
cuando el acto de aplicación se combate por vicios propios”, Primera Sala, tesis 
1a. XXXVI/98, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. VIII, 
septiembre de 1998, p. 237 y, “Leyes tributarias. El primer acto de aplicación, para 
efectos del Amparo, de las hipótesis normativas que establecen los elementos 
esenciales de una contribución, tiene lugar en la determinación tributaria rea-
lizada por una autoridad, con independencia de su debida fundamentación y 
motivación”, tesis 2a. CLXXVI/2000,Segunda Sala, cit., Novena Época, t. XII, diciembre 
de 2000, p. 448.

82		 Véanse “amparo contra leyes con motivo del acto de aplicación de dos nor-
mas distintas que lo fundamentan. es improcedente si sólo se impugnó una de 
ellas, cuando el acto subsiste apoyándose en la otra norma que no se comba-
tió”, tesis 2a./J. 32/97, Segunda Sala, cit., 9a. época, t. VI, agosto de 1997, p. 79. Cfr. supra, 
notas 25 y 61.

83		 Debiéndose considerar la imposibilidad de coexistencia de ambas oportunidades para 
impugnarla en amparo. Véase “leyes autoaplicativas combatidas con motivo de 
su primer acto de aplicación. cuando la demanda es extemporánea respecto de 
éste, también lo es en relación con la ley, aun cuando no haya transcurrido el 
plazo de 30 días para su impugnación”, Segunda Sala, tesis 2a./J. 95/2005, Semanario 
Judicial de la Federaciòn y su Gaceta, Novena Época, t. XXII, septiembre de 2005, p. 328.
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Pareciera que nuestra postura compromete la adecuada defensa de los 
gobernados frente a normas autoaplicativas. Ello al no considerarse la ubi-
cación del quejoso en la hipótesis de la norma general como “acto de apli-
cación” que determina la posibilidad de impugnar la misma por el juicio de 
amparo, en casos en que sea improbable un acto de autoridad que llegase 
a “aplicarla”, y en los cuales el agraviado quedaría sin oportunidad de de-
fenderse contra ella.84 Efectivamente, así acontecería a menos que dicho 
quejoso goce de la oportunidad de impugnar la norma general dentro de los 
treinta días siguientes a su colocación en el supuesto correspondiente; sobre 
lo cual concluiremos en la próxima sección.

2. ¿Y luego de los primeros treinta días…?

No considerándose que su ubicación en la hipótesis de una norma ge-
neral autoaplicativa, constituya un “acto de aplicación”, el gobernado se 
hallaría indefenso ante ella durante el periodo entre la realización de dicho 
supuesto y el indicado acto, cuando aquélla aconteciera luego de los treinta 
primeros días de la vigencia de la norma.

La idea generalmente extendida es la siguiente: solamente quienes al ini-
ciar el vigor de la norma autoaplicativa se hallen en la hipótesis que prevé, 
o bien se ubiquen en ella dentro de los primeros treinta días de su vigencia, 
están legitimados para impugnarla conforme a la fracción I del artículo 22 
de la Ley de Amparo. Por ende, transcurrido dicho plazo, no podrían im-
pugnarla por su sola vigencia las personas que realicen sus supuestos, los 
individuos que nazcan o las personas jurídicas que se constituyan.85

Al parecer, dada la imposibilidad jurídica de impugnar normas genera-
les autoaplicativas por su “primer acto de aplicación”, según el texto legal 
vigente hasta 1951, en un primer periodo jurisprudencial se admitió que 
los agraviados las reclamasen en un plazo de treinta días, contado “a partir 
del momento en que se encuentra comprendido por los supuestos legales”, 
considerándose como tal en su caso la fecha de constitución de una persona 
moral.86 Según sus precedentes, este criterio fue establecido al resolverse en 
1960 un recurso de revisión interpuesto dos años antes, pero quizá relativo 

84		 Cfr. supra, nota 54.
85		 Cfr. Coello Cetina, op. cit., p. 38.
86		 “leyes autoaplicativas. cuándo deben combatirse (impuesto sobre arren-

damiento)”, Pleno, Semanario Judicial de la Federación, Sexta Época, t. XCIV, primera 
parte, p. 32.
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a una demanda promovida con anterioridad a la mencionada reforma de 
1951, y el mismo se reiteró en 1965, al resolverse otro recurso de esa espe-
cie que se interpuso en 1951; de ahí que pueda pensarse que dicha opinión 
judicial haya pretendido superar la indefensión de los quejosos que, ubica-
dos en la hipótesis normativa luego de sus primeros treinta días de vigencia, 
no hayan podido impugnarla porque el juicio de amparo no procedía contra 
su “primer acto de aplicación”, conforme la regulación de la época.

Un criterio posterior veda a quienes se colocan en el supuesto normativo 
luego del referido plazo de treinta días, impugnar la norma por su sola vi-
gencia dentro de un periodo similar y posterior a dicha ubicación.87 También 
por lo que se desprende de sus precedentes, esta jurisprudencia interpreta 
las disposiciones de la indicada reforma de 1951, y establece su decisión 
atendiendo precisamente a que por dicha modificación legal ya procedía el 
amparo contra el “primer acto de aplicación” de leyes autoaplicativas, lo 
cual impediría la indefensión del gobernado frente a ellas. Esencialmente, 
este criterio fue reiterado en 1961, también al resolverse un recurso inter-
puesto ya durante la vigencia de la señalada reforma; idea que se robustece 
por indicarse en esta última ejecutoria que “va contra el texto de la ley”, 
pretender impugnar una norma autoaplicativa por su sola vigencia luego de 
los primeros días de su vigencia, ya que “cabe su impugnación dentro de los 
quince días siguientes al primer acto de aplicación”.88

Es posible que la idea de que la ubicación del gobernado en la hipótesis 
normativa constituye un “acto de aplicación” que determina la impugnación 
de la ley mediante el juicio de amparo, se deba a la intención de permitir a 
los gobernados una defensa eficaz contra la misma a partir del primer mo-
mento en que afecte la esfera jurídica del agraviado. Pero ello, como hemos 
visto, por otro lado ocasiona su indefensión al ser susceptible de impedirles 
la ulterior impugnación de la norma cuando se dé el verdadero “primer acto 
de aplicación” en su perjuicio, momento en que probablemente sea cuando 
adviertan que son sujetos de la norma y que ésta afecta su situación jurídica, 
resolviéndose a defenderse de su pretendida irregularidad.

La solución a lo anterior, a evitar que la impugnabilidad de normas ge-
nerales fuera nugatoria en algún aspecto —ya sea el relativo a la ubicación 
del quejoso en la hipótesis normativa o al verdadero primer acto de apli-

87		  Idem.
88		 “amparo contra una ley. término para interponerlo”, Pleno, Semanario Judi-

cial de la Federación, Sexta Época, vol. XLVI, primera parte, p. 122. Véase también “leyes 
autoaplicativas, impugnación de las”, Pleno, Sexta Época, vol. XLIII, primera parte, p. 207.
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cación—, o mejor dicho: la respuesta para garantizar a los gobernados la 
más amplia defensa que puedan tener frente a normas autoaplicativas; es 
permitir que reclamen éstas en amparo dentro de los primeros treinta días 
siguientes a su colocación en el supuesto que prevén, o a su nacimiento o 
constitución según se trate de individuos o personas jurídicas. Esta opinión 
ha gozado de reconocimiento en nuestra jurisprudencia: un Tribunal Cole-
giado en alguna ocasión admitió la posibilidad de que el juicio de amparo 
se promueva contra una norma autoaplicativa, luego de treinta días de que 
el gobernado se colocara en el supuesto previsto por la misma.89

Para afirmar esta solución, sin embargo, es pertinente analizarla aten-
diendo la fracción I del artículo 22 de la Ley de Amparo. Este precepto ha-
bla sencillamente de un plazo de “treinta días” para cuando una ley pueda 
reclamarse en amparo “a partir de su vigencia”, es decir cuando sea de na-
turaleza autoaplicativa; pero sin especificar si se trata de los “primeros” del 
inicio de su vigor o a partir de que el gobernado se haya colocado en su hi-
pótesis. Esto último sí estaba prescrito en el texto original de esta fracción, 
el cual indicaba que dicho plazo de treinta días para impugnar una ley por 
su “sola expedición”, se contaría “desde que la propia ley entre en vigor”; 
redacción que varió a sus términos actuales por la reforma publicada el 16 
de enero de 1984, a los cuales no consideramos aplicable la jurisprudencia 
sentada con anterioridad, contraria a la solución que proponemos.90

Una lectura pro actione de dicha fracción legal, acorde con el acceso a 
la justicia constitucional que tutelan los artículos 17 constitucional y 8.1 y 
25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, debería llevar 
a concluir que dicho plazo transcurre desde que el gobernado se halle en el 
supuesto de la norma, independientemente que lo haga al iniciar su vigencia 
o con posterioridad por cualquier razón —que constituye el caso más fre-
cuente—. Sólo hasta realizarse dicho supuesto y ubicarse el quejoso en él, 
éste tendría el interés jurídico que le permitiría reclamar la norma general 

89		 “tenencia o uso de vehículos. por su naturaleza autoaplicativa, la ley de 
dicho impuesto puede impugnarse en el plazo de treinta días contados a partir 
de la fecha en que el gobernado se colocó en el supuesto de causación del 
impuesto”, Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, 
tesis IV.2o.A.95 A, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XX, 
octubre de 2004, p. 2415.

90		 En especial la referida en la nota 88 anterior. Continuando la línea de esta jurispruden-
cia, véase “leyes. condiciones de procedencia del juicio de garantías cuando el 
primer acto de aplicación corre por cuenta del agraviado”, Tercer Tribunal Cole-
giado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Semanario Judicial de la Federación, 
Octava Época, t. IV, segunda parte-1, julio a diciembre de 1989, p. 316.
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en amparo “por su sola expedición”; siguiendo dicho derecho fundamen-
tal, en nuestra opinión no cabría pensar que la fracción I, del artículo 22, de 
la Ley de Amparo refiera “la vigencia de una ley”, como elemento determi-
nante del cómputo del plazo para ejercer la acción respectiva, sino pensa-
mos que hay que tenerlo como delimitando el supuesto al que se aplica ese 
plazo: la impugnación de normas autoaplicativas, independientemente de 
cuándo el quejoso se ubicara en ellas. 

Una interpretación contraria a la anterior, en nuestro concepto, no daría 
al gobernado la máxima posibilidad de reclamar esta clase de normas ge-
nerales, y en consecuencia afectaría los debidos alcances de su indicado 
derecho fundamental, los cuales deben tener “los más amplios términos”;91 
siendo ilícito cualquier grado inferior a su extensión superlativa. Y además, 
la interpretación que proponemos, “permit[iría] a todos los gobernados go-
zar de las mismas oportunidades para impugnar disposiciones de observan-
cia general mediante el juicio de amparo”.92

V. Las normas fiscales como paradigma

Las normas tributarias sustantivas son un buen modelo para ilustrar todo 
lo anterior. Ello porque su estructura generalmente permite percibir clara 
y distintamente los momentos de ubicación del gobernado en la hipótesis 
normativa, actualización de las consecuencias previstas por ellas y realiza-
ción de las mismaLa estructura de la norma que impone una contribución 
al gobernado es muy sencilla a grandes rasgos:93 el sujeto pasivo incurre 
en una conducta o adquiere una determinada calidad, e ipso facto nace su 
obligación de enterar cierta cantidad al fisco. Obviamente, lo primero cons-
tituye la “hipótesis” o “supuesto” de la norma, y lo segundo designa las 
“consecuencias” previstas por la misma. Sin embargo, con la realización 

91		 “igualdad. casos en los que el juez constitucional debe hacer un escruti-
nio estricto de las clasificaciones legislativas (interpretación del artículo 1o. 
de la constitución política de los estados unidos mexicanos)”, Primera Sala, tesis 
1a./J. 37/2008, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXVII, 
abril de 2008, p. 175.

92		 Coello Cetina, op. cit, p. 39.
93		 Véase “tributo. el hecho imponible, como uno de los elementos que lo cons-

tituyen, es la hipótesis jurídica o de facto que el legislador elige como genera-
dora de la obligación contributiva”, Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito, tesis I.15o.A. J/9, Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Novena Época, t. XXXI, abril de 2010, p. 2675.
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del supuesto normativo, o dicho de otro modo: la ubicación del sujeto en él, 
todavía no hay “aplicación” de las relativas consecuencias de la norma ge-
neral; ésta se produce a partir de una resolución que “ordena la realización 
de la consecuencia jurídica [o sea el pago correspondiente,] que se sigue 
del cumplimiento de sus condiciones de aplicación, por considerar, precisa-
mente, que esas fueron satisfechas”.94

Se presentan pocas dudas respecto a que la determinación de un crédito 
fiscal por decisión de una autoridad sea un acto de aplicación de las normas 
generales correspondientes.95 Pero esta claridad no se da en relación con 
el acto por el cual el propio contribuyente autoliquida la contribución y la 
declara, lo que también podría extenderse al caso de la retención efectuada 
por un tercero.96

Dado el prolijo bagaje jurisprudencial sobre el tema, jurídicamente no 
existe opción a considerar que la declaración voluntariamente realizada por 
el contribuyente, en que se reflejan las consecuencias de una norma general 
tributaria, constituye un “acto de aplicación” de ésta.97 Mas para la cabal 
comprensión de este tema, se requiere explicar cómo las cosas resultan así.

La jurisprudencia señalada habla en ocasiones de que la declaración fis-
cal es el acto por el cual el sujeto pasivo del tributo se ubica en el corres-
pondiente supuesto normativo. Pero como hemos visto, dicha ubicación en 
el sentido prístino del término, se produce cuando el mismo sujeto efectúa 
los actos que hipotéticamente prevé la norma, o acaecen los hechos de que 
ella trate; y es en este momento cuando se actualizan la consecuencia nor-
mativa, y se altera la esfera jurídica del quejoso con la adición de un deber 
o la extinción de un derecho. Por eso, generalmente (a reserva de algunos 
casos contraejemplares o “grises”), las normas tributarias sustantivas son 
de naturaleza autoaplicativa, pues “con su sola vigencia producen efectos 
jurídicos frente a sus destinatarios [a cuyo respecto se realizó su hipótesis], 
sin que para ello se requiera la actualización de condición alguna”; como 
sucede con el IETU, el ejemplo más recientemente aprobado por el Pleno 
de la Suprema Corte.98

94		 Supra, nota 71.
95		 “leyes tributarias…”, cit.
96		 Supra, nota 51.
97		 “leyes, amparo contra...”, cit.y supra, nota 52.
98		 “empresarial a tasa única. las disposiciones de la ley del impuesto rela-

tivo, publicada en el diario oficial de la federación el 1 de octubre de 2007, 
son de naturaleza autoaplicativa”, Pleno, tesis P./J. 60/2010, Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXXII, julio de 2010, p. 10. Considérese 
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La “actualización” o “nacimiento” de la consecuencia de la norma ge-
neral no conlleva su “concreción”,99 en el sentido de “materialización” o 
“realización” de la misma,100 sino que ésta resulta de una operación jurídica 
ulterior, cuya especie típica en materia tributaria es la determinación fiscal 
realizada por una autoridad. La presentación de la declaración fiscal por el 
propio quejoso, al igual que la retención efectuada por tercero, implica una 
“resolución” del sujeto que, como “auxiliar de la administración”, efectúa 
dichas acciones por la cual se establece que efectivamente el contribuyen-
te está colocado en el supuesto de la norma,101 y dispone que se ejecute su 
consecuencia. La referida declaración materializa tal ejecución de un modo 
objetivo e inequívoco que le suministra efectos jurídicos; esto no lo hace la 
mera realización del supuesto normativo (hecho imponible) por el quejoso, 
y mucho menos la decisión meramente intelectual relativa al cálculo de la 
liquidación de las obligaciones tributarias del gobernado.102

VI. Excursus: Aplicación de normas inconstitucionales 
en el amparo

1. Aplicación novedosa de normas ordinarias

Un tema muy poco explorado sobre el control de constitucionalidad de 
normas generales, es la novedosa aplicación de normas generales inconsti-
tucionales por los juzgadores de amparo y, por extensión, la Suprema Corte 

también la posibilidad de afrontar un “sistema complejo” de normas tributarias, respecto 
de cuyos integrantes opera la presunción de que tienen índole autoaplicativa, en nuestra 
opinión de acuerdo a una interpretación favorable a la más amplia defensa del gobernado; 
véase “costo de lo vendido. los artículos de la ley del impuesto sobre la renta 
reformados y adicionados mediante el decreto publicado en el diario oficial 
de la federación el 1o. de diciembre de 2004, que establecen dicha deducción, 
constituyen un sistema jurídico integral de carácter autoaplicativo, por lo 
que es innecesario que el gobernado se sitúe en cada una de las hipótesis que 
lo conforman para reclamarlo en amparo indirecto”, Pleno, tesis P./J. 90/2006, 
Novena Época, t. XXIV, julio de 2006, p. 6.

99		 “leyes, amparo contra…”, cit., nota 61.
100		 Supra, nota 71.
101		 Corroboración fácilmente confundida con la estricta “ubicación” del quejoso en la 

hipótesis normativa.
102		 Véase “leyes heteroaplicativas. si se reclaman por actos inminentes y no 

por actos concretos ya realizados, es improcedente el juicio de amparo”, Segun-
da Sala, Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2000, t. I, tesis 341, p. 396.
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de Justicia de la Nación actuando en controversia constitucional u otros 
procesos.103 Aunque remota, no puede descartarse la posibilidad de que su-
ceda lo anterior; y a decir verdad, habernos enfrentado a este problema en 
la vida práctica, ocasionó la inquietud intelectual de la que derivan las si-
guientes reflexiones.

Es factible que en un caso concreto las autoridades responsables del pro-
cedimiento ordinario no hubieran aplicado una norma general en perjuicio 
del gobernado, de modo que por su deber de resolver el asunto “dándole la 
dimensión y el sentido que conforme a derecho desde un principio hubieran 
correspondido”, basado en el principio de economía procesal,104 tenga que 
ser el juzgador de amparo quien aplique dicha norma general por primera 
vez en su sentencia, favorable o contrariamente al quejoso. Y puede suceder 
en esa situación, que la norma que aplicase este juez constitucional, adolez-
ca de algún vicio de inconstitucionalidad.

En esta hipótesis, el quejoso no habría tenido legitimación para impug-
nar la norma general que el juzgador de amparo aplicaría inéditamente105 

103		 No hablamos de la inconstitucionalidad de normas procesales constitucionales, res-
pecto de las cuales la (discutible) opinión establecida es que no debe proceder reclamación 
alguna, lo que hace siempre presumir su regularidad; véanse “revisión. es improcedente 
cuando mediante ella se pretende impugnar la inconstitucionalidad de la ley 
de amparo aplicada en la sentencia recurrida”, Pleno, tesis P. XCVI/98, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. VIII, diciembre de 1998, p. 260; 
y “controversia constitucional. es improcedente la impugnación de inconstitu-
cionalidad de los preceptos contenidos en la ley reglamentaria de las frac-
ciones i y ii del artículo 105 de la constitución política de los estados unidos 
mexicanos”, Pleno, tesis P./J. 56/2003, cit., Novena Época, t. XVIII, septiembre de 2003, 
p. 1058. Tampoco nos referimos al control que la Suprema Corte de Justicia podría, en nues-
tra opinión, efectuar en procedimientos ordinarios de su competencia como la apelación por 
atracción; véase Sánchez Gil, op. cit., pp. 208 y 209.
104		 “amparo directo. ante errores u omisiones de la autoridad responsable no 

susceptibles de ser combatidos por el tercero perjudicado, el tribunal colegia-
do puede en la sentencia, invocar razones distintas a las que se hayan tenido 
en cuenta para fundar el fallo reclamado”, Séptimo Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Primer Circuito, Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2000, 
t. VI, tesis 462, p. 399. Véase también “conceptos de violación fundados pero inope-
rantes. deben declararse así, cuando exista seguridad absoluta en cuanto a la 
irrelevancia de la omisión en que incurrió la autoridad responsable y no sea 
necesario sustituirse en su arbitrio para definir cuestiones de fondo”, Tercer Tri-
bunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, tesis I.3o.C. J/32, Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XX, julio de 2004, p. 1396.
105		 Puesto que si la norma fue aplicada en el acto reclamado y la misma no se hubiera 

impugnado en amparo, sencillamente habría sido consentida por las partes y el juicio de 
garantías resultaría improcedente, según la fracción XII del artículo 73 de la Ley de Amparo. 
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en el caso, ya que la misma no fue llevada a efecto en el acto reclamado, y 
así tampoco trascendió perjudicialmente a su esfera jurídica;106 pero dicha 
norma podría aplicársele en la sentencia de amparo, debido a su relevancia 
para la solución del asunto. Otro tanto sucedería con el tercero perjudicado, 
quien en su caso asimismo sufriría la primera aplicación de una norma in-
constitucional por parte del juez de amparo.

Éste daría efectos en su resolución a una norma cuya consecuencia no se 
habría realizado respecto de alguna de esas partes, y así su resolución sería 
el “primer acto de aplicación” de la misma. Pero a primera vista el juicio 
de amparo es improcedente contra ella, y los justiciables no tendrían mane-
ra de impugnar la irregularidad de ese acto por basarse en una disposición 
contraria a la ley fundamental; y la misma situación guardaría la resolución 
de la autoridad responsable que ejecute dicha sentencia constitucional.107 
Y por otra parte, la norma en cuestión goza de una presunción de constitu-
cionalidad que el juzgador debe observar, máxime cuando la misma no ha 
sido impugnada ante él y tampoco constituye objeto directo del proceso que 
desarrolla.108

2. Respuestas jurisprudenciales

Las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación dieron indicios de 
solución contradictorios a este problema. La Primera Sala estableció el cri-
terio de que la referida causal de improcedencia aplica a esta situación, “sin 
que exista excepción alguna” ni posibilidad de que se promueva un juicio 
de amparo posterior contra la resolución que aplique una norma constitu-
cional, en ejecución de lo resuelto en una previa ejecutoria de garantías, al 

106		 “leyes. el primer acto de aplicación que permite impugnarlas en amparo es 
aquel que trasciende a la esfera jurídica del gobernado, causándole un per-
juicio, con independencia de que su fundamentación y motivación sea o no co-
rrecta”, Segunda Sala, tesis 2a. CLXXV/2000, Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, t. XII, diciembre de 2000, p. 447.
107		 Artículo 73, fracción II, de la Ley de Amparo.
108		 “leyes. la expresión de la causa de pedir no basta para desvirtuar la pre-

sunción de su constitucionalidad”, Primera Sala, tesis 1a./J. 121/2005, Semanario Ju-
dicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXII, septiembre de 2005, p. 143. 
Sobre este concepto véase Sánchez Gil, Rubén, “La presunción de constitucionalidad”, en 
Ferrer Mac-Gregor, Eduardo y Zaldívar Lelo de Larrea, Arturo (coords.), La ciencia del 
derecho procesal constitucional. Estudios en homenaje a Héctor Fix-Zamudio en sus 50 
años como investigador del derecho, México, UNAM-IMDPC-Marcial Pons, 2008, t. VIII, 
pp. 365-412.
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menos por lo que respecta a la irregularidad de esa norma.109 Por su parte, 
cambiando su opinión,110 la Segunda Sala determinó que el amparo sí pro-
cede contra el acto de autoridad que ejecuta la sentencia de amparo median-
te la cual se aplicó inéditamente una norma inconstitucional, puesto que el 
tribunal de amparo no puede sustituir a la responsable, y su resolución sobre 
la inconstitucionalidad de la norma general es una “declaración inmateria-
lizada” que sólo adquiere efectos al acatar la autoridad dicha ejecutoria.111

La relación que guardan ambos criterios es muy problemática: 1) nin-
guno de ellos es jurisprudencia y ambos provienen de órganos de igual 
jerarquía, de manera que no resuelven imperativamente la cuestión; 2) el 
criterio de la Primera Sala deja en indefensión a la parte que afecta la nor-
ma inconstitucional aplicada, pues le priva de la posibilidad de impugnar 
su irregularidad, contra el derecho fundamental de acceso a la justicia, y 3) 
desde nuestro punto de vista, la resolución del juzgador de amparo no es 
una mera “declaración inmaterializada”, sino una que jurídicamente ordena 
que tengan efecto las consecuencias de la norma que aplica, y así constituye 
una (primera) aplicación de la misma, en el más estricto sentido.112

Hace poco tiempo, el Pleno de la Suprema Corte aparentemente decidió 
este conflicto. Al resolver la contradicción de tesis 17/2008-PL, inclinán-
dose por la tesis de la “declaración inmaterializada” de la Segunda Sala, 
determinó que “la invocación de leyes ordinarias (federales o locales) en 
el fallo de amparo no genera un acto de aplicación”; porque “la referencia 
de normas del orden común en el fallo constitucional solamente se traduce 
en el argumento que puede dar soporte a la constitucionalidad o inconstitu-
cionalidad del acto de autoridad reclamado por cuestiones de legalidad”.113 

109		 “amparo contra leyes. es improcedente si se reclama la inconstitucionalidad 
de un precepto de la ley de amparo, aplicado por primera vez en perjuicio del 
gobernado en una sentencia dictada por un tribunal colegiado de circuito al 
resolver un juicio de amparo directo”, tesis 1a. XCVIII/2001, Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XIV, diciembre de 2001, p. 185.
110		 Véase “amparo contra leyes. es improcedente cuando es promovido con mo-

tivo de su aplicación en el acto de ejecución de una sentencia definitiva que fue 
dictada en cumplimiento de una ejecutoria de amparo”, tesis 2a. LXXXI/99, cit., 
Novena Época, t. IX, junio de 1999, p. 369.
111 		 “amparo contra leyes. el primer acto de aplicación de una norma para 

efectos de su procedencia, no puede serlo una sentencia de un tribunal colegia-
do de circuito al resolver un amparo directo o un recurso de revisión”, tesis 2a. 
XCVII/2003, cit., Novena Época, t. XVIII, julio de 2003, p. 253.
112		 Supra, nota 71.
113		 “inconstitucionalidad de leyes. en un recurso de revisión en amparo indi-

recto son agravios inoperantes aquellos que pretendan introducir un plantea-
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Esto es bueno atento que mantiene abierto el juicio de amparo contra la 
novedosa aplicación de una ley irregular en el acto que ejecute la sentencia 
constitucional; no obstante, el mismo no resuelve la cuestión central de esta 
ocasión.

Nos preguntábamos al iniciar esta reflexión si el juzgador de amparo 
podría analizar la constitucionalidad de normas generales ordinarias, que 
debiera “aplicar” novedosamente en su sentencia; y el criterio del Pleno 
de la Corte que acabamos de referir, nada dice para responder esa duda. 
Otras cuestiones relacionadas con la anterior son: ¿es correcto que el juez 
constitucional ordene la aplicación de una norma general que pueda ser in-
constitucional, sin haber examinado —siquiera someramente— su confor-
midad con la ley fundamental?, ¿lo sería incluso cuando el mismo advierta 
su inconstitucionalidad a partir de cierto grado de claridad?, ¿o acontecería 
lo mismo cuando alguna de las partes le proporcione argumentos contra la 
inconstitucionalidad de la norma “mencionada” en la sentencia de amparo, 
y llame su atención a ella?

3. Control “excepcional”

A. Consideraciones generales

Nos parece que la solución a estos dilemas se encuentra en las atribu-
ciones de control que competen a los juzgadores de amparo, en vista del 
principio de supremacía de la Constitución y su papel como defensores de 
la misma. Siguiendo al Pleno de la Suprema Corte, “el Juez constitucional 
tiene el deber de hacer prevalecer la Constitución en cuanto ley suprema, 
además tiene facultades propias y autónomas para decidir si un acto o una 
ley viola alguna norma constitucional, con el efecto de inaplicarlo en el 
caso concreto, y para casos futuros en relación con el quejoso”.114

De acuerdo con lo anterior, al juzgador de amparo se le atribuyeron “fa-
cultades propias y autónomas” que le permitirían no aplicar en el caso par-

miento de esa naturaleza respecto de una norma que invocó el juez de distrito”, 
tesis P./J. 48/2009, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXX, 
julio de 2009, p. 38 (cursivas añadidas).

114    	“suplencia de la queja deficiente cuando existe jurisprudencia temática 
sobre inconstitucionalidad de leyes. es obligatoria en el amparo, a fin de ha-
cer prevalecer la supremacía de la constitución política de los estados unidos 
mexicanos”, tesis P./J. 104/2007, Novena Época, t. XXVI, diciembre de 2007, cit., p. 14 
(cursivas añadidas).
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ticular la norma inconstitucional que las partes no hayan podido impugnar 
a través del juicio de amparo, porque no les había sido aplicada por la auto-
ridad responsable. La decisión del juzgador ejercería una especie de control 
por vía de “excepción”,115 o bien uno “autónomo” (autocontrol), siempre de 
carácter preventivo;116 pero se distinguiría del “difuso” proscrito en nuestro 
sistema en que no sería llevado a cabo por un juzgador ordinario, sino por 
uno que actúa en ejercicio de la jurisdicción constitucional que le otorga la 
ley fundamental.117 Y retomando los anteriores términos del Máximo Tribu-
nal, este control sería obligatorio para el juzgador y consecuente con su “de-
ber de hacer prevalecer la Constitución”, aunque siempre en el entendido 
de que hayan de cumplirse los requisitos de procedencia de la impugnación 
constitucional de la norma en el juicio de amparo (ausencia de consenti-
miento, de previos acto de aplicación y otros).

El ejercicio de este “control excepcional” no contravendría la presunción 
de constitucionalidad de que goza la norma general que sería su objeto. Di-
cha presunción es únicamente un dato argumentativo que sirve de base al 
debate de la cuestión de si dicha norma general se ajusta a la Constitución; 
de manera que al analizar su regularidad mediante este procedimiento, el 
juzgador de amparo también estaría vinculado a la idea preliminar de que 
la misma resulta conforme a la ley fundamental, y a establecer lo contrario 
sólo con argumentos que lo demuestren de manera suficiente. El hecho de 
que tal norma general no haya sido objeto de la reclamación jurisdiccional, 
tampoco haría presumir su constitucionalidad definitivamente ni iuris et de 
iure, para efectos del proceso; pues si bien los juzgadores están limitados 
a actuar sólo en relación con el litigio que se les plantea, la realización de 
este “control excepcional” depende de que la norma general sobre la que 
recaiga, sea relevante para dirimir la cuestión controvertida; y en tal su-
puesto, ante la alternativa de aplicar o soslayar una norma contraria a la ley 

115	    Véase Burgoa, Ignacio, El juicio de amparo, 33a. ed., México, Porrúa, 1997, pp. 156 
y ss.

116	    Aunque no llevado a efecto en abstracto, como si se tratase de una opinión consultiva 
o un control previo en sentido estricto, sino como una cuestión esencial a la solución de la 
litis, que para su corrección exige la “mención” de la norma correspondiente. Véase “litis. 
concepto estricto de esta institución procesal en el derecho moderno”, Sexto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, tesis I.6o.C.391 C, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXIII, febrero de 2006, p. 1835.

117	    “control judicial de la constitución. es atribución exclusiva del poder 
judicial de la federación”, Pleno, Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-
2000, t. I, tesis 160, p. 197.
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fundamental, el principio de supremacía constitucional inclina la balanza 
hacia la última opción.

En nuestro concepto, la inconstitucionalidad de la norma general que 
podría ser aplicada novedosamente por el juzgador de amparo, indistinta-
mente puede hacerse valer de manera oficiosa o a instancia de alguna de 
las partes que llamen la atención del juzgador a ese problema. Esto parti-
cularmente por el deber del juez de amparo de tutelar el imperio de la ley 
fundamental.118

Sin embargo, el hecho de que ninguna de las partes se hubiera valido 
de esa irregularidad, no bastaría para que un juzgador sujeto al “deber de 
hacer prevalecer la Constitución”, se negase a revisar la constitucionalidad 
de una norma y la aplique inmediatamente en su resolución; ya que tie-
ne la especialísima obligación, más intensa que para cualquier otra autori-
dad, de velar por que sus propias decisiones no contravengan la ley funda-
mental, al “debe[r] siempre tener presente el contenido de los imperativos 
constitucionales”.119 Y tampoco sería razón suficiente para que no se lleve a 
efecto dicho “control excepcional”, que alguna de las partes pusiera de re-
lieve dicha cuestión de inconstitucionalidad en algún escrito que no forme 
parte de la litis del juicio de amparo (alegatos, manifestaciones del tercero 
perjudicado o cualquier otro), y desde luego que muchos menos si se hiciera 
en la demanda, su ampliación o el informe justificado. 

La supremacía de la Constitución frente a una norma que la contradice y 
es aplicable inéditamente al caso, evidentemente es una cuestión de orden 
público y el juzgador de amparo se encuentra obligado a considerarla, in-
cluso cuando se le plantea fuera de la integración de la litis correspondien-
te.120 Por supuesto, es factible que dicha cuestión de inconstitucionalidad 
pase desapercibida para el juzgador y las partes, y jamás sea analizada; mas 
este supuesto que es imposible prevenir del todo, no obsta a la necesidad 
jurídica de que se realice dicho “control excepcional”.

118	     Véase “agravios inoperantes. lo son los que sostienen que los juzgadores 
de amparo violan garantías individuales, solamente en ese aspecto”, idem, t. VI, 
tesis 35, p. 28.

119    	“contradicción de tesis. selección de la interpretación legal más con-
forme con la constitución”, Primera Sala, tesis 1a. LXX/2008, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXVIII, noviembre de 2008, p. 215.

120	    Véase “alegatos en el amparo. su análisis es obligatorio cuando plantean 
cuestiones relacionadas con la improcedencia del juicio”, Tercer Tribunal Colegia-
do del Octavo Circuito, tesis VIII.3o. J/12, cit., Novena Época, t. XVII, marzo de 2003, p. 1419.
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B. Efectos del examen “excepcional” de constitucionalidad

Dicho “control excepcional” se basaría en la facultad “propia y autóno-
ma” del juzgador de amparo para “inaplicar en el caso concreto” una dispo-
sición que estime contraria a la Constitución;121 y así, el mismo no tendría 
por objeto invalidar la norma general respecto de la parte a quien perjudi-
que su aplicación, sino simplemente evitaría que ésta acontezca, de modo 
similar a lo que sucede en el amparo directo. A diferencia de los efectos del 
amparo indirecto contra leyes, que impide la aplicación futura de la norma 
general impugnada, este “control excepcional” prudentemente evadiría la 
aplicación de esta norma, de suerte que podría ser reclamada por el afectado 
ante un ulterior acto de aplicación.122 

Tal determinación integraría la sentencia correspondiente, porque for-
maría parte de las consideraciones del juzgador que dieron lugar a la de-
cisión del litigio planteado,123 y entonces no sería posible su impugnación 
en el juicio de amparo que se promueva contra la ejecución de lo resuelto 
en dicho “control excepcional”. Pero lo anterior no significa que las partes 
queden en indefensión contra esa determinación: para el caso del amparo 
indirecto, dicha cuestión podría volver a estudiarse en la instancia de revi-
sión ante la Suprema Corte o el Tribunal Colegiado; y en el caso del ampa-
ro directo, sería posible que la Suprema Corte abordase el tema mediante 
el mismo recurso, por tratarse de una cuestión constitucional propia de su 
competencia.124 

Los únicos problemas que ahora se nos presentan para lo anterior, consis-
ten en que dicho “control excepcional” fuera llevado a cabo motu proprio 
por una instancia terminal, como la Suprema Corte o un Tribunal Colegia-
do, y las partes no tuvieran posibilidad de desplegar su derecho de defensa 
sobre esa cuestión; y la indefensión de las mismas, producida por la even-

121	    Supra, nota 116.
122	    Véase “amparo contra leyes. sus diferencias cuando se tramita en las vías 

indirecta y directa”, Pleno, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tesis 
P. VIII/2005, Novena Época, t. XXI, marzo de 2005, p. 5.

123    	“sentencias. su autoridad se extiende a los considerandos”, Tercera Sala, 
Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, t. VI, tesis 501, p. 331.

124	    Artículo 83, fracciones IV y V, de la Ley de Amparo. Lo que desde luego requerirá 
replantear la perspectiva tradicional sobre el papel de los jueces constitucionales y el juicio 
de amparo mismo, para matizar la idea de que “el citado recurso no es un control de constitu-
cionalidad sobre decisiones de otro órgano que realiza una función de tal naturaleza, aunado 
a que la actividad del Juez de Distrito no es la materia de impugnación constitucional sino 
los actos de la autoridad señalada como responsable” (supra, nota 115).
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tual necesidad para el examen de constitucionalidad de la norma general, 
del desahogo de dictámenes periciales u otros medios probatorios, que no 
les fuera posible aportar al proceso. Consideramos que para garantizar mí-
nimamente los derechos fundamentales procesales que otorgan los artículos 
14 y 17 de la ley suprema, ambos problemas pueden resolverse mediante 
una actividad judicial más o menos sencilla.

 El tribunal terminal —e incluso el que no lo sea— también debe respetar 
dichos derechos, y está obligado a tomar oportunamente las medidas nece-
sarias para garantizarlos.125 A fin de permitir a las partes argumentar sobre 
esa cuestión de constitucionalidad e incluso ofrecer pruebas,126 el órgano 
jurisdiccional puede darles vista y señalarles un plazo para que efectúen 
tales actos procesales. Nos parece que de esta forma, quedarían a salvo di-
chos derecho fundamentales y la eficiente resolución del planteamiento de 
inconstitucionalidad bajo este “control excepcional”.

En cambio, distinto sería que el juzgador de amparo aplicase novedosa-
mente una norma general presumiendo implícitamente su constitucionali-
dad, omitiendo examinar si la misma se ajusta o no a la Constitución. En tal 
hipótesis, esta específica cuestión carecería de un pronunciamiento judicial 
que la resolviera, lo cual impediría que a su respecto se configure la cosa 
juzgada,127 de tal suerte que ese problema podría ser materia de un diverso 
juicio de garantías. Con la opinión del Máximo Tribunal en el sentido de 

125	    Artículos 2.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y 2o. de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. Véase CIDH, Castillo Petruzzi v. Perú, 
sentencia del 30 de mayo de 1999, serie C, núm. 52, § 207.

126	    	Véase “pruebas en el juicio de amparo directo. deben admitirse cuando 
con ellas pretenda justificarse un tema que no pudo controvertirse ante el juz-
gador de origen, por tratarse de un planteamiento de control de la constitu-
cionalidad de disposiciones de carácter general, cuyo análisis está reservado 
a los órganos del poder judicial de la federación”, Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Cuarto Circuito, tesis IV.2o.A.42 K, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXIX, marzo de 2009, p. 2833.

127    	“cosa juzgada. adquieren esa categoría las determinaciones sobre cues-
tiones competenciales que hayan sido impugnadas y revisadas en las instancias 
correspondientes”, Primera Sala, tesis 1a./J. 175/2005, Novena Época, t. XXIII, enero de 
2006, p. 247; y “cosa juzgada, existencia de la”, Cuarta Sala, Apéndice al Semanario 
Judicial de la Federación 1917-2000, t. VI, tesis 131, p. 107. Véase también “amparo 
directo. no es motivo manifiesto de improcedencia para desechar la demanda, 
que el acto reclamado haya sido emitido en cumplimiento de una ejecutoria dic-
tada en un diverso juicio de garantías, en la cual se otorgó la protección cons-
titucional solicitada para efectos”, Segunda Sala, tesis 2a./J. 83/2006, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXIII, junio de 2006, p. 210.
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que la “referencia” a dichas normas en la sentencia de amparo, ordenando 
a la responsable que les dé efecto, no constituye propiamente un “acto de 
aplicación” de las mismas,128 quedó resuelto afirmativamente el problema 
de si el juicio de amparo procede contra ese acto ordinario de ejecución, y 
por consiguiente frente a la norma general que ya aplica al gobernado; pero 
siempre y cuando, no se haya efectuado el “control excepcional” de que 
hablamos. 

Y aun considerando para el mismo supuesto de ausencia del ejercicio de 
dicho control, que la sentencia de amparo fuera materialmente el “primer 
acto de aplicación” de la norma general, dada la imposibilidad jurídica de 
impugnar dicha resolución y plantear la inconstitucionalidad de esa norma 
aplicada de modo inédito; debería proceder el juicio de amparo contra la 
resolución de la autoridad responsable en ejecución de aquella sentencia. 
De lo contrario, se dejaría en indefensión a la parte afectada por la norma 
general, ya que se le impediría actuar contra su inconstitucionalidad, contra 
el acceso a la justicia que garantizan los artículos 17 constitucional, y el 8.1 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos que asegura a toda 
persona un tribunal que la escuchará para determinar sus derechos y obliga-
ciones en cualquier materia, inclusive la constitucional.

4. Apuntes finales

Las facultades “propias y autónomas” de los juzgadores de amparo les 
permiten ejercer un “control excepcional” en este proceso, que tendría como 
resultado inaplicar para el caso concreto, normas generales inconstitucio-
nales que no hubieran sido llevadas a efecto en él con anterioridad. Este 
control puede ser ejercido oficiosamente o a instancia de parte en cualquier 
momento del proceso de amparo, puesto que tiene por objeto garantizar 
la supremacía constitucional. Contra la resolución del juzgador sobre esta 
cuestión, precisamente contra el acto de autoridad que la ejecute, no cabría 
promover otro juicio de amparo; pues la misma decisión debe impugnar-
se por los medios que al efecto prevé el sistema del juicio de garantías. 
En cambio, éste sí procedería contra dicha ejecución, cuando el juzgador 
de amparo haya aplicado novedosamente la norma general, sin estudiar la 
cuestión relativa a su constitucionalidad ni pronunciarse sobre ella, puesto 
que así no se habría configurado cosa juzgada a su respecto.

128	 	  Supra, nota 115.
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La hipótesis que dio lugar a la reflexión anterior, cierta y afortunadamen-
te, no es habitual, sino sumamente insólita. Pero por infrecuente que sea, la 
dogmática procesal constitucional debe otorgarle una respuesta, para con-
tribuir a la supremacía constitucional y al derecho fundamental de acceso al 
juicio de amparo. Esto es lo que intentamos hacer en las anteriores líneas, 
con la intención de arrojar algo de luz sobre esta zona gris de nuestro siste-
ma de control constitucional, y el papel que deben desempeñar los defenso-
res de la Constitución.


